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I. TEXTOS LEGISLATIVOS.

Proyectos de Ley (P.L.)

P.L 16-I

PROYECTO DE LEY del Gobierno y de la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y
León.

APERTURA del plazo de presentación de
enmiendas hasta las 14’00 horas del día 29
de marzo de 2001.

Proposiciones de Ley (Pp.L.).

Pp.L. 4-I1

TOMA EN CONSIDERACIÓN por el Pleno de las
Cortes de Castilla y León de la Proposición
de Ley Reguladora de la Iniciativa Legisla-
tiva Popular y de los Ayuntamientos de
Castilla y León, presentada por los Grupos
Parlamentarios Popular y Socialista, publi-
cada en el Boletín Oficial de las Cortes de

Castilla y León, N.º 119, de 15 de febrero
de 2001.

Pp.L. 4-I2

ACUERDO de la Mesa de las Cortes de Castilla y
León por el que se traslada a la Comisión
de Estatuto la Proposición de Ley Regula-
dora de la Iniciativa Legislativa Popular y
de los Ayuntamientos de Castilla y León,
presentada por los Grupos Parlamentarios
Popular y Socialista, publicada en el Bole-
tín Oficial de las Cortes de Castilla y León,
N.º 119, de 15 de febrero de 2001.

APERTURA del plazo de presentación de
Enmiendas hasta las 14’00 horas del día 29
de marzo de 2001.

II. PROPOSICIONES NO DE LEY (P.N.L.).

P.N.L. 239-II

ENMIENDA presentada por el Grupo Parlamenta-
rio Popular a la Proposición No de Ley for-
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mulada por los Procuradores D. Octavio
Granado Martínez, D. Fernando Benito
Muñoz, D.ª Leonisa Ull Laita y D. Julio V.
Pascual Abad, relativa a prioridad en la
construcción del nuevo Hospital General
para el Área de Salud de Burgos, publicada
en el Boletín Oficial de estas Cortes, N.º
51, de 22 de marzo de 2000.

P.N.L. 239-III

APROBACIÓN por la Comisión de Sanidad y Bie-
nestar Social de Resolución relativa a la
Proposición No de Ley presentada por los
Procuradores D. Octavio Granado Martí-
nez, D. Fernando Benito Muñoz, D.ª Leo-
nisa Ull Laita y D. Julio V. Pascual Abad,
sobre prioridad en la construcción del
nuevo Hospital General para el Área de
Salud de Burgos, publicada en el Boletín
Oficial de estas Cortes, N.º 51, de 22 de
marzo de 2000.

P.N.L. 242-I1

DESESTIMACIÓN por la Comisión de Sanidad y
Bienestar Social de la Proposición No de
Ley presentada por el Procurador D. Felipe
Lubián Lubián, relativa a percepción del
salario mensual por trabajadores eventua-
les de la Consejería de Sanidad y Bienestar
Social, publicada en el Boletín Oficial de
estas Cortes, N.º 52, de 24 de marzo de
2000.

P.N.L. 492-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por el
Grupo Parlamentario Socialista, instando
del Gobierno de España diversas actuacio-
nes en relación con la empresa SINTEL,
para su tramitación ante la Comisión de
Industria, Comercio y Turismo.

IV. INTERPELACIONES, MOCIONES, PRE-
GUNTAS Y CONTESTACIONES.

Interpelaciones (I.).

I. 59-I

INTERPELACIÓN formulada a la Junta de Castilla
y León por el Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, relativa a política gene-
ral sobre financiación autonómica.

Preguntas con respuesta Oral ante el Pleno
(P.O.).

P.O. 444-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante el Pleno for-
mulada a la Junta de Castilla y León por el
Procurador D. Antonio Losa Torres, relati-
va a facturas de la Gerencia de Servicios
Sociales.

P.O. 445-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante el Pleno for-
mulada a la Junta de Castilla y León por el

Procurador D. José F. Martín Martínez,
relativa a actuaciones en cumplimiento de
la resolución sobre indemnizaciones a ex
presos y ex represaliados políticos.

P.O. 446-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante el Pleno for-
mulada a la Junta de Castilla y León por el
Procurador D. José F. Martín Martínez,
relativa a utilización de datos del BBVA.

Preguntas con respuesta Oral ante la Comi-
sión (P.O.C.).

P.O.C. 1544-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Sanidad y Bienestar Social formulada a
la Junta de Castilla y León por el Procura-
dor D. Jesús Málaga Guerrero, relativa a
aplicación gratuita de la técnica de parches
en la prevención de la drogadicción.

P.O.C. 1545-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Agricultura y Ganadería formulada a la
Junta de Castilla y León por el Procurador
D. Cipriano González Hernández, relativa
a cierre de la Azucarera de Salamanca.

P.O.C. 1546-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Agricultura y Ganadería formulada a la
Junta de Castilla y León por el Procurador
D. Cipriano González Hernández, relativa
a gestiones para evitar el cierre de la Azu-
carera de Salamanca.

P.O.C. 1547-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Medio Ambiente formulada a la Junta
de Castilla y León por el Procurador D.
Cipriano González Hernández, relativa a
construcción de un puente sobre el Tormes
en el paraje Ambasaguas de Villarino de
los Aires.

P.O.C. 1548-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Medio Ambiente formulada a la Junta
de Castilla y León por el Procurador D.
Cipriano González Hernández, relativa a
compromisos de financiación del puente
sobre el Tormes en Ambasaguas en Villari-
no de los Aires.

P.O.C. 1549-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Educación y Cultura formulada a la
Junta de Castilla y León por la Procuradora
D.ª Leonisa Ull Laita, relativa a actuacio-
nes en Aranda de Duero para el aprendiza-
je del castellano por los inmigrantes.

7358

7358

7358

7359

7360

7360

7361

7361

7362

7362

7363

7363

7363

7364

Págs. Págs.



P.O.C. 1550-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Presidencia formulada a la Junta de
Castilla y León por el Procurador D. Fer-
nando Benito Muñoz, relativa a actuacio-
nes del Delegado Territorial de la Junta en
León respecto de un funcionario Presidente
de la Junta de Personal.

P.O.C. 1551-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Sanidad y Bienestar Social formulada a
la Junta de Castilla y León por la Procura-
dora D.ª Teresa Rodrigo Rojo, relativa a
fecha de convocatoria de un concruso de
traslado de sanitarios locales.

P.O.C. 1552-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Sanidad y Bienestar Social formulada a
la Junta de Castilla y León por la Procura-
dora D.ª Teresa Rodrigo Rojo, relativa a
situación procesal de la Convocatoria reali-
zada según las normas de la Transitoria IV
de la LOS y medidas sobre la interinidad
del pesonal no afectado por la transitoria.

P.O.C. 1553-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante la Comisión
de Sanidad y Bienestar Social formulada a
la Junta de Castilla y León por la Procura-
dora D.ª Teresa Rodrigo Rojo, relativa a
diversos extremos sobre Puntos de Aten-
ción Continuada (PAC).
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I. TEXTOS LEGISLATIVOS.

Proyectos de Ley (P.L.).

P.L. 16-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reu-
nión de 14 de febrero de 2001, ha conocido el Proyecto
de Ley del Gobierno y de la Administración de la Comu-
nidad de Castilla y León, P.L. 16-I, y ha ordenado su
publicación, el traslado a la Comisión de Presidencia y la
apertura de un plazo de presentación de enmiendas que
finalizará a las 14’00 horas del día 29 de marzo de 2001.

Con esta misma fecha se remite al Presidente de la
Comisión de Presidencia.

En ejecución de dicho Acuerdo se ordena su publica-
ción en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León de conformidad con el artículo 64 del Reglamento.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de febrero de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 108
del Reglamento de las Cortes de Castilla y León, adjunto
remito a V.E. Proyecto de Ley del Gobierno y de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León, así
como certificación del Acuerdo de la Junta de Castilla y
León celebrada el día 1 de febrero de 2001, por el que se
aprueba el citado Proyecto.

Asimismo, se adjuntan el Informe emitido por la
Asesoría Jurídica General de la Junta de Castilla y León
y la Memoria elaborada por la Secretaría General de esta
Consejería.

Valladolid, a 2 de febrero de 2001.

LA CONSEJERA DE PRESIDENCIA Y
ADMINISTRACIÓN TERRITORIAL

Fdo.: M.ª José Salgueiro Cortiñas

Dª. MARÍA JOSÉ SALGUEIRO CORTIÑAS, CON-
SEJERA DE PRESIDENCIA Y ADMINISTRACIÓN
TERRITORIAL Y SECRETARIA DE LA JUNTA DE
CASTILLA Y LEÓN.

CERTIFICO: Que en el Acta de la Junta de Castilla y
León, celebrada el día uno de febrero de dos mil uno,
figura la aprobación de un Acuerdo, a propuesta de la
Consejera de Presidencia y Administración Territorial,
cuyo contenido es del tenor literal siguiente:

Aprobar el Proyecto de Ley del Gobierno y de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León.
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Y su remisión a las Cortes de Castilla y León, para su
tramitación correspondiente.

Y para que conste y surta los efectos oportunos firmo
la presente en Valladolid, a dos de febrero de dos mil
uno.

PROYECTO DE LEY DEL GOBIERNO Y DE LA
ADMINISTRACIÓN DE LA COMUNIDAD DE

CASTILLA Y LEÓN.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La presente Ley, reguladora del Gobierno y de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León,
viene a sustituir al Texto Refundido aprobado por Decre-
to Legislativo 1/1988, de 21 de julio, que constituyó la
piedra angular para el desarrollo de la acción del Gobier-
no de la Comunidad de Castilla y León y para la configu-
ración de la actual estructura administrativa durante
años. No obstante, concurren en el momento actual
varias circunstancias que hacen aconsejable una reforma
de aquel texto que traía su antecedente en el de 1983.

En efecto, el mayor nivel competencial alcanzado ha
obligado a crear una Administración capaz de gestionar-
lo y en consecuencia mucho más compleja que la regula-
da en la Ley anterior. Pero tampoco resultan ajenas a la
reforma que ahora se acomete las modificaciones lleva-
das a cabo en la normativa básica que ha de ser tenida en
cuenta en su desarrollo autonómico.

Aún así no se ha perdido de vista la consolidación de
la Ley anterior derivada de una larga vigencia y así del
conocimiento que de ella poseen los distintos operadores
jurídicos, circunstancia que ha sido considerada y tenida
en cuenta a la hora de intentar respetar al máximo tanto
la estructura como el contenido, manteniendo todo aque-
llo cuyo cambio no resultara imprescindible.

Se ha optado sin embargo por llevar a cabo una refor-
ma completa en lugar de modificaciones parciales en
aras de respetar al máximo la necesaria seguridad jurídi-
ca que resulta más salvaguardada con un nuevo texto
completo que con reformas parciales, pero amplias y
profundas, del anterior, texto que intenta evitar la reitera-
ción, indebida, de la normativa básica, que por ello solo
aparece allá donde su ausencia haría ininteligible e
incomprensible la regulación que se contiene.

Sobre tales bases, y en el ejercicio de la competencia
que el artículo 32.1.1ª del Estatuto de Autonomía atribu-
ye a esta Comunidad en materia de organización, régi-
men y funcionamiento de sus instituciones de autogo-
bierno, se dicta la presente Ley.

II

Está compuesta la presente Ley del Gobierno y de la
Administración de Castilla y León de un Título Prelimi-

nar, siete Títulos, cuatro Disposiciones Adicionales, una
Disposición Derogatoria y la Final determinando su
entrada en vigor.

El Título Preliminar, con tres artículos, explicita el
objeto de la Ley, y establece tanto el órgano de gobierno
y administración como el contenido de la acción de la
Junta, todo ello de conformidad con las prescripciones
del Estatuto de Autonomía.

III

El Título I regula la figura del Presidente recogiendo
sus atribuciones con la incorporación de las novedades
paralelas a las producidas en la última reforma del Esta-
tuto de Autonomía, tales como la facultad de acordar la
disolución de las Cortes o plantear la cuestión de con-
fianza. En lógica consecuencia se añade, como causa de
cese, la pérdida de la cuestión de confianza, pero tam-
bién la inhabilitación por sentencia firme. Se modifica
asimismo el sistema de suplencia con especial incidencia
en los casos en que el propio Presidente no quiera o no
pueda efectuar designación expresa.

IV

El Título II se refiere a la Junta de Castilla y León.

Compuesto por tres Capítulos reguladores, respecti-
vamente, de la composición y atribuciones, del funciona-
miento, de la responsabilidad política y del cese, aborda
el tratamiento de la Junta como órgano de gobierno de
Castilla y León.

Respeta este Título esencialmente la estructura y con-
tenido de la anterior Ley del Gobierno y de la Adminis-
tración de Castilla y León, incluyendo exclusivamente
las concretas modificaciones que se habían manifestado
imprescindibles. Así, se agregan algunas atribuciones
necesarias para su correcto funcionamiento y, ya dentro
de este campo, se acomete la regulación de una de las
necesidades más sentidas, consistente en la especifi-
cación de su funcionamiento en Consejo de Gobierno,
esto es, como órgano compuesto por todos los miembros
de la Junta y que se reúne periódicamente, regulándose
también las Comisiones Delegadas. Se mantiene la
Comisión de Secretarios Generales con la misión de pre-
parar las reuniones del Consejo de Gobierno.

V

Se aborda en el Título III la regulación de los Vice-
presidentes y de los Consejeros, redondeándose su trata-
miento respecto de la norma anterior con regulación
común del estatuto personal, el cese y la suplencia y
específico en lo relativo al nombramiento y atribuciones.
Ambos -Vicepresidentes y Consejeros- son nombrados y
separados libremente por el Presidente, con comunica-
ción a las Cortes, agregándose, en relación a los prime-
ros, la necesidad de establecer su orden en caso de ser
más de uno.
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En coherencia con la regulación de la figura del Pre-
sidente, se añade como causa de cese la inhabilitación
por sentencia firme.

VI

Comienza con el Título IV la regulación de la Admi-
nistración General conteniendo un primer Capítulo dedi-
cado a las Disposiciones Generales con una única modi-
ficación reseñable y que tiende a evitar la confusión
entre el órgano y su titular. Se especifican así como órga-
nos superiores de la Comunidad la Junta de Castilla y
León, la Presidencia, las Vicepresidencias, y las Conse-
jerías.

Un segundo Capítulo se destina a los órganos centra-
les y sus competencias. Aparece así como novedad la
posible existencia en las Consejerías de Viceconsejerías
cuyas competencias vienen determinadas en función de
sectores de actividad específica del departamento, a la
vez que se configura a su titular como segunda autoridad
del mismo en ese ámbito.

Entre las competencias atribuidas a los Secretarios
Generales merecen ser destacadas, como de nuevo cuño,
la coordinación de los programas de Direcciones Genera-
les en su departamento o el control de eficacia y la ins-
pección de la Consejería. También los Directores Gene-
rales ven incrementada su lista de atribuciones con las de
elaboración de programas de actuación específicos, la
realización de la propuesta de presupuesto de su Direc-
ción General y la elaboración de los Anteproyectos de
Ley y Proyectos de Decreto que les correspondan.

El Capítulo tercero de este Título IV se refiere a la
Administración Periférica incorporándose algunas nove-
dades en las Delegaciones Territoriales la principal de
las cuales radica en la incorporación de una nueva figura
en su estructura, la de los Departamentos Territoriales
que se configuran jerárquicamente intercalados entre los
Delegados Territoriales y los Servicios. Estos Departa-
mentos Territoriales permiten concentrar, bajo la figura
del Delegado Territorial, en un único órgano la responsa-
bilidad de dirigir y coordinar la gestión de las competen-
cias de cada Consejería en el territorio de cada provincia.
La estructura posible de cada Delegación aparece, de
este modo, determinada por una Secretaría Territorial y
Departamentos Territoriales, admitiéndose de modo
expreso la posible subsistencia de uno o de varios Servi-
cios Territoriales dependientes de una misma Consejería
a través del correspondiente Departamento Territorial.

Las atribuciones de los Delegados Territoriales sólo
se ven modificadas por la atribución de las funciones de
coordinación, en el territorio de la provincia, de la acción
política de la Junta.

VII

El Título V se refiere a la organización y funciona-
miento de la Administración General. Su Capítulo pri-
mero se destina a definir los órganos y las unidades
administrativas y a establecer pormenorizadamente el
sistema de creación, modificación y supresión de las
Consejerías, Viceconsejerías, Secretarías y Direcciones
Generales, así como del resto de órganos y unidades
administrativas.

Es probablemente el Capítulo segundo de este Título
el que aporta mayores novedades a la regulación de la
Administración de la Comunidad. Así se establece la
necesidad de un Decreto de Junta para asignar competen-
cias a un Órgano cuando tal atribución no haya tenido
lugar por Ley. Se admite con carácter general la descon-
centración de competencias en órganos centrales con
categoría superior a Servicio y en órganos periféricos
con categoría igual o superior a Servicio. Se permite la
delegación de competencias en órganos centrales o peri-
féricos con categoría igual o superior a Sección, requi-
riéndose la previa autorización del Consejero o Conseje-
ros de quienes dependan los órganos delegante y delega-
do. Aparece recogido un nuevo listado de competencias
indelegables y, finalmente, se regula el sistema de
suplencia de los titulares de los órganos directivos cen-
trales y periféricos.

El Capítulo tercero, dedicado a la ubicación de la
Administración, permanece inalterado, y el Capítulo
cuarto se dedica a los Órganos Colegiados que se regulan
de forma novedosa por la necesidad de colmar la laguna
aparecida como consecuencia de la jurisprudencia del
Tribunal Constitucional que declaró que determinados
preceptos relativos a esta materia de la Ley 30/1992, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas no
tienen la condición de básicos, lo que conlleva la necesi-
dad de que cada Comunidad Autónoma dicte sus propias
normas en el ejercicio de las competencias que le corres-
ponden y que esta Comunidad ya incorpora en el presen-
te texto legal.

VIII

El Título sexto se destina a la regulación de la actua-
ción de la Administración General, concepto por tanto
más amplio que el contenido en la anterior Ley relativo
al régimen de las disposiciones y resoluciones adminis-
trativas, que había quedado desfasado frente a una reali-
dad sentida como ineludible en un Estado de Derecho.

Las normas generales recogidas en el Capítulo prime-
ro se destinan a relacionar los actos que ponen fin a la
vía administrativa ajustándolos a las previsiones conteni-
das en la Ley 30/1992 y a su modificación efectuada por
la Ley 4/1999. Se señalan los órganos competentes de la
Administración Autónoma para conocer del recurso
extraordinario de revisión, de los procedimientos de revi-
sión de oficio, para la declaración de lesividad, para la
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revocación de los actos de gravamen y desfavorables y
para la resolución de las reclamaciones previas a la vía
judicial, tanto civil como laboral. Finaliza este Capítulo
estableciendo aquellos procedimientos en que resulta
preceptivo el informe de los Servicios Jurídicos de la
Comunidad a los que se encomienda la representación y
defensa en juicio de su Administración Pública.

El Capítulo segundo, regulador del régimen de las
disposiciones y actos administrativos, incluye de forma
expresa como novedad digna de mención la existencia,
junto a los Decretos y Órdenes, de disposiciones genera-
les de autoridades inferiores. Determina también que las
resoluciones administrativas, tanto de la Junta como de
su Presidente, hayan de adoptar la forma de Acuerdo.

El Capítulo tercero, se destina a establecer el procedi-
miento de elaboración de normas con inclusión del lista-
do de los documentos que han de incorporarse a la
memoria que con carácter obligatorio habrá de acompa-
ñar al proyecto. Por fin los Capítulos cuarto y quinto
regulan la contratación, la potestad sancionadora y la res-
ponsabilidad patrimonial, con atribución de las pertinen-
tes competencias a los órganos específicos y con suje-
ción a los principios básicos reguladores de estas mate-
rias , sin per juicio de haber  tenido en cuenta las
peculiaridades específicas de nuestra Administración
Autónoma.

IX

El último Título de la Ley, el séptimo, se ocupa de la
Administración Institucional y de las Empresas Públicas,
recogiendo con la separación mencionada las últimas
doctrinas que en el campo del derecho administrativo
vienen abogando por la expulsión de su ordenamiento de
las últimas, en relación con las cuales se regula exclusi-
vamente su creación y extinción, manteniéndolas fuera
de la Administración Institucional.

En relación con esta última, esto es, la Administra-
ción Institucional, es digna de reseña la incorporación de
su regulación a esta Ley que resulta su lugar natural. Se
contiene así en el Capítulo primero, destinado a las Dis-
posiciones Generales, la definición de Administración
Institucional caracterizada por las notas de actuación
para el cumplimiento de fines de interés público que el
ordenamiento establece como principios rectores de la
política social y económica, así como por el hecho de
que ejercita sus funciones mediante descentralización
funcional y con adscripción a la Consejería que resulte
competente por razón de la materia.

El Capítulo segundo especifica el régimen de perso-
nal, patrimonial, contratación y organización interna de
los Organismos Autónomos, recogiéndose en el Capítulo
tercero los Entes Públicos de derecho privado y, final-
mente, en el Capítulo cuarto las Empresas Públicas.

X

Las Disposiciones Adicionales establecen la aplica-
ción supletoria de la legislación del Estado, la inaplica-
bilidad de los preceptos reguladores de los órganos cole-
giados al órgano de Gobierno y Administración de la
Comunidad de Castilla y León; la remisión a la Ley de
Hacienda de todo lo relativo a la ordenación económico-
financiera de los órganos e instituciones de la Comuni-
dad y el mandato a la Consejería de Economía y Hacien-
da de las actuaciones necesarias para dar cumplimiento a
la presente Ley.

Contiene la habitual Disposición Derogatoria seguida
de la Final con previsión de entrada en vigor a los veinte
días de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y
León en lógica coherencia con la disposición contenida
al respecto en su articulado.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.- Objeto de la Ley.

La presente Ley tiene por objeto la regulación de la
organización y funcionamiento del Gobierno y de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León.

Artículo 2.- La Junta de Castilla y León.

1. La Junta de Castilla y León, bajo la dirección de su
Presidente, es el órgano de gobierno y el supremo órgano
de administración de la Comunidad de Castilla y León.

2. Dirige la política y la Administración. Ejerce la
función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo
con la Constitución y las leyes.

Artículo 3.- La Administración de la Comunidad.

1. La Administración de la Comunidad desarrolla las
funciones ejecutivas de carácter administrativo, realizan-
do los cometidos en que se concreta el ejercicio de la
acción de gobierno.

2. A los efectos de la presente Ley, la Administración
de la Comunidad de Castilla y León se integra por la
Administración General y por la Administración Institu-
cional.

TÍTULO I

EL PRESIDENTE DE
LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN

CAPÍTULO I.- Elección y Carácter

Artículo 4.- El Presidente.

El Presidente de la Junta de Castilla y León ostenta la
suprema representación de la Comunidad Autónoma y la
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ordinaria del Estado en ésta. Asimismo preside la Junta
de Castilla y León dirigiendo sus acciones y coordinando
las funciones de sus miembros.

Artículo 5.- Elección del Presidente.

El Presidente de la Junta de Castilla y León será ele-
gido en la forma prevista en el Estatuto de Autonomía y
nombrado por el Rey.

CAPÍTULO II.- Atribuciones

Artículo 6.- Atribuciones básicas.

Corresponde al Presidente de la Junta:

1. Convocar elecciones a las Cortes de Castilla y León
de acuerdo con lo establecido en el Estatuto de Auto-
nomía.

2. Acordar la disolución de las Cortes de Castilla y
León en los términos legalmente previstos.

3. Promulgar, en nombre del Rey, las Leyes aprobadas
por las Cortes de Castilla y León, así como ordenar
su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y
León», y la remisión para su publicación en el «Bole-
tín Oficial del Estado».

4. Mantener las debidas relaciones con las demás Admi-
nistraciones e Instituciones públicas.

5. Firmar los convenios y acuerdos de cooperación y
colaboración que suscriba la Comunidad Autónoma
en los casos en que proceda.

6. Plantear ante las Cortes de Castilla y León, previa
deliberación de la Junta de Castilla y León, la cues-
tión de confianza.

Artículo 7.- Otras atribuciones.

Corresponde asimismo al Presidente de la Junta de
Castilla y León:

1. Dirigir y coordinar la acción de gobierno.

2. Nombrar y separar libremente a los demás miem-
bros de la Junta, comunicándolo seguidamente a las
Cortes de Castilla y León.

3. Convocar, presidir, fijar el orden del día de las reu-
niones del Consejo de Gobierno y dirigir los debates
y las deliberaciones, así como suspender y levantar
las sesiones.

4. Encomendar a otro miembro de la Junta el despacho
de los asuntos de una Consejería en caso de vacante,
ausencia o enfermedad de su titular.

5. Designar y cesar libremente al personal eventual de
su Gabinete y de los demás órganos que, en su caso,
la Junta adscriba directamente a la Presidencia, den-

tro de los créditos consignados al efecto en los Pre-
supuestos de la Comunidad.

6. Firmar los Decretos y Acuerdos de la Junta y orde-
nar, en su caso, la publicación en el «Boletín Oficial
de Castilla y León».

7. Velar por el cumplimiento de las decisiones de la
Junta, ordenando su ejecución.

8. Recabar de los Consejeros la información oportuna
acerca de su gestión, así como de las tareas enco-
mendadas a las respectivas Consejerías.

9. Asegurar la coordinación entre las distintas Conseje-
rías y resolver los conflictos de atribuciones entre
las mismas.

10. Nombrar los representantes de la Comunidad Autó-
noma, en Comisiones, Organismos, empresas públi-
cas, Instituciones y entidades.

11. Solicitar dictamen del Consejo Consultivo de Casti-
lla y León o del Consejo de Estado en los supuestos
en que proceda.

12. Crear, modificar o suprimir Consejerías, así como
determinar su ámbito material de actividad.

13. Crear, modificar o suprimir Viceconsejerías para un
sector de actividad administrativa concreto.

14. Ejercer cualquier otra atribución prevista por la Ley.

Artículo 8.- Gabinete del Presidente.

Para la realización de las anteriores atribuciones, el
Presidente de la Junta podrá contar con un Gabinete
como órgano de asesoramiento y apoyo, cuyo personal
eventual será nombrado y cesado libremente por el
mismo.

Artículo 9.- Delegación de atribuciones del Presidente.

Las atribuciones del Presidente podrán ser delegadas
en los términos establecidos en el Estatuto de Autonomía
y en la presente Ley.

CAPÍTULO III.- Estatuto Personal

Artículo 10.- Protocolo y retribuciones.

1. El Presidente de la Junta de Castilla y León recibi-
rá el tratamiento de Excelencia y se le rendirán los hono-
res que correspondan a su cargo.

Asimismo presidirá los actos celebrados en Castilla y
León a los que concurra, salvo que la Presidencia corres-
ponda por Ley a otra autoridad o a representación supe-
rior del Estado presente en el acto.

2. En los Presupuestos de la Comunidad se fijarán la
retribución y los gastos de representación del Presidente
de la Junta.
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Artículo 11.- Incompatibilidades.

El cargo de Presidente de la Junta es incompatible
con el ejercicio de toda actividad profesional o mercantil
y con cualquier otra función pública que no derive de su
condición de Procurador en Cortes o de su cargo, a
excepción de la de Senador.

CAPITULO IV.- Cese y Suplencia

Artículo 12.- Cese.

1. El Presidente de la Junta cesa en sus funciones por
las siguientes causas:

a) Por la celebración de Elecciones a Cortes de Cas-
tilla y León.

b) Por la aprobación de una moción de censura en
los términos establecidos en el Estatuto de Auto-
nomía.

c) Por la pérdida de la cuestión de confianza.

d) Por dimisión.

e) Por fallecimiento.

f) Por sentencia firme que le inhabilite para el
desempeño del cargo.

2. En los supuestos a), b), c) y d) del número anterior,
el Presidente cesante continuará en funciones hasta la
toma de posesión del nuevo Presidente.

En los supuestos previstos en los apartados e) y f) el
Presidente será sustituido por uno de los Vicepresiden-
tes, si los hubiere, según su orden y, en otro caso, por el
Consejero más antiguo, y, en caso de igualdad, por el de
mayor edad, hasta la toma de posesión del nuevo Presi-
dente de acuerdo con lo previsto por el Estatuto de Auto-
nomía.

Artículo 13.- Suplencia.

En los casos de ausencia, vacante o enfermedad, el
Presidente será sustituido en sus funciones siguiendo el
orden establecido en el último párrafo del artículo ante-
rior, salvo que el Presidente designe expresamente a otro
miembro de la Junta.

Artículo 14.- Régimen de los Ex-presidentes.

El tratamiento y las atenciones honoríficas de los pre-
sidentes de la Junta de Castilla y León que hayan cesado
por alguna de las causas establecidas en las letras a), b),
c) y d) del artículo 12, se determinarán reglamenta-
riamente.

TÍTULO II

LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN

CAPÍTULO I.- Composición y Atribuciones

Artículo 15.- Composición.

La Junta de Castilla y León se compone del Presiden-
te, de los Vicepresidentes, en su caso, y de los Conseje-
ros.

Artículo 16. Atribuciones.

Son atribuciones de la Junta de Castilla y León:

a) Aprobar y remitir los Proyectos de Ley a las Cor-
tes de Castilla y León, así como acordar su retira-
da en los términos que establezca el Reglamento
de la Cámara.

b) Dictar Decretos Legislativos en los términos pre-
vistos en el artículo 16.3 del Estatuto de Autono-
mía.

c) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos de la
Comunidad Autónoma y remitirlo a las Cortes de
Castilla y León.

d) Ejecutar y desarrollar sus propios Presupuestos.

e) Aprobar los reglamentos para el desarrollo y eje-
cución de las leyes emanadas de las Cortes de
Castilla y León así como para el desarrollo de la
legislación básica del Estado, cuando proceda, y
ejercer, en general, la potestad reglamentaria en
todos los casos en que no esté atribuida al Presi-
dente o a los Consejeros.

f) Deliberar sobre la cuestión de confianza con
carácter previo a su planteamiento por el Presi-
dente.

g) Acordar la interposición de recursos de inconsti-
tucionalidad, el planteamiento de conflictos de
competencia con el Estado u otras Comunidades
Autónomas y la personación ante el Tribunal
Constitucional, por acuerdo de las Cortes de Cas-
tilla y León o por propia iniciativa.

h) Autorizar la celebración de convenios y acuerdos
de cooperación con otras Comunidades Autóno-
mas en los términos establecidos en el Estatuto de
Autonomía, así como de cualquier otro en que sea
preciso.

i) Adoptar medidas de ejecución de Tratados y Con-
venios Internacionales y del derecho comunitario
europeo cuando así proceda, sobre cuestiones de
la competencia de la Comunidad de Castilla y
León.
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j) Aprobar programas, planes y directrices vinculan-
tes para todos los órganos de la Administración de
la Comunidad.

k) Aprobar la estructura orgánica de la Administra-
ción de la Comunidad de Castilla y León.

l) Nombrar y cesar los cargos con categoría igual,
superior o asimilable a la de Director General, a
propuesta del Consejero correspondiente, así
como la de aquellos otros que legalmente se esta-
blezca.

m) Resolver los recursos en vía administrativa en los
casos previstos por las Leyes.

n) Autorizar, en su caso, el ejercicio de acciones
judiciales, su desistimiento y el allanamiento pro-
cesal.

o) Autorizar la celebración de contratos en los
supuestos previstos legalmente, así como determi-
nar el órgano de contratación cuando los mismos
afecten a varias Consejerías.

p) Autorizar la enajenación de bienes o derechos
cuando así esté legalmente establecido.

q) Declarar la urgencia en materia de expropiación
forzosa.

r) Cualquier otra atribución prevista por la Ley o
que por su importancia requiera el conocimiento o
deliberación de los miembros de la Junta, así
como las no atribuidas expresamente a otro órga-
no.

CAPÍTULO II – Funcionamiento

Artículo 17.- Régimen de actuación.

Para el ejercicio de las atribuciones de la Junta, sus
miembros se reúnen en Consejo de Gobierno y en Comi-
siones Delegadas.

Artículo 18.- El Consejo de Gobierno.

1. El Consejo de Gobierno se reúne convocado por su
Presidente. La convocatoria deberá ir acompañada del
orden del día de la reunión.

2. Para su constitución y para la válida adopción de
acuerdos es necesaria la presencia del Presidente o de
quien legalmente le sustituya y de, al menos, la mitad de
los Consejeros.

3. Las deliberaciones del Consejo de Gobierno serán
secretas.

4. Los acuerdos, una vez adoptados, constituyen la
expresión unitaria de la voluntad de sus miembros. Cons-
tarán en acta que levantará un Consejero nombrado
Secretario de la Junta por su Presidente. En caso de
ausencia, el Secretario será sustituido por el Consejero
más joven.

5. Podrán asistir a las reuniones los funcionarios de la
Administración autonómica o expertos cuya asistencia
autorice el Presidente de la Junta. Su presencia se limita-
rá al tiempo en que hayan de informar, estando obligados
a guardar secreto sobre la parte de la sesión a la que
hayan tenido acceso.

6. El Presidente podrá nombrar un Portavoz de la
Junta que, en el supuesto de no ser miembro de ésta,
podrá asistir a sus reuniones quedando obligado a mante-
ner el secreto propio de las deliberaciones de este órga-
no.

Artículo 19.- Comisiones Delegadas.

1. El Consejo de Gobierno podrá acordar la constitu-
ción de Comisiones Delegadas de carácter permanente o
temporal para la preparación de asuntos que afecten a
dos o más Consejerías, la elaboración de directrices, pro-
gramas o actuaciones de interés común y, en general, el
estudio de cuantas cuestiones estime conveniente. Su
funcionamiento se regirá por los mismos criterios que los
del Consejo de Gobierno.

2. El Decreto de creación de las Comisiones Delega-
das deberá contener, al menos, los miembros de la Junta,
y en su caso, el resto de componentes que las integren, la
presidencia y las funciones que se les asignen.

Artículo 20.- Comisión de Secretarios Generales.

El Consejo de Gobierno estará asistido por una
Comisión formada por los Secretarios Generales de las
distintas Consejerías para la realización de las tareas pre-
paratorias de sus reuniones.

La Presidencia de dicha Comisión, así como sus nor-
mas de funcionamiento se establecerán por Decreto de la
Junta de Castilla y León.

CAPÍTULO III.- Responsabilidad Política y Cese

Artículo 21.- Control de la acción política.

1. El Presidente y la Junta responden solidariamente
ante las Cortes de Castilla y León, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.

2. El control de la acción política y de gobierno de la
Junta y de su Presidente se ejerce por las Cortes de
acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía y
en la forma prevista en el Reglamento de las Cortes de
Castilla y León.

Artículo 22.- Cese.

1. La Junta de Castilla y León cesará cuando lo haga
su Presidente.

2. No obstante, continuará en funciones hasta la toma
de posesión de la nueva Junta, limitándose su gestión al
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despacho ordinario de los asuntos públicos, absteniéndo-
se de adoptar, salvo casos de urgencia o razones de inte-
rés general, cualesquiera otras medidas. En ningún caso
podrá aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos ni pre-
sentar Proyectos de Ley a las Cortes de Castilla y León.

TÍTULO III

LOS VICEPRESIDENTES Y CONSEJEROS

CAPITULO I.- El Vicepresidente o Vicepresidentes

Artículo 23.-

1. El Presidente podrá nombrar y separar libremente
uno o más Vicepresidentes, indicando en este último
caso el orden de los mismos, y comunicándolo inmedia-
tamente a las Cortes de Castilla y León.

Además de la sustitución del Presidente en los
supuestos previstos en los artículos anteriores, los Vice-
presidentes ejercerán las funciones que les sean atribui-
das normativamente y las que el Presidente o la Junta les
encomienden.

2. El Vicepresidente o Vicepresidentes que asuman la
titularidad de una Consejería, ostentarán además la con-
dición de Consejeros.

3. Para la realización de sus atribuciones, podrán con-
tar con un Gabinete como órgano de asesoramiento y
apoyo, cuyo personal eventual será nombrado y cesado
libremente por el Vicepresidente respectivo.

CAPÍTULO II.- Los Consejeros

Artículo 24.- Los Consejeros.

Los Consejeros son los titulares de la Consejería que
tuvieren asignada.

Artículo 25.- Designación.

Los Consejeros son nombrados y separados libre-
mente por el Presidente de la Junta de Castilla y León,
quien lo comunicará seguidamente a las Cortes de Casti-
lla y León.

Los Consejeros inician su mandato en el momento de
su toma de posesión ante el Presidente de la Junta.

Artículo 26.- Atribuciones.

1. Los Consejeros tienen las siguientes atribuciones:

a) Ostentar la representación de la Consejería.

b) Desarrollar, en el ámbito de su Consejería, la
acción de gobierno establecida por la Junta de
Castilla y León, bajo la dirección y coordinación
de su Presidente.

c) Dirigir, coordinar e inspeccionar su Consejería,
así como las entidades vinculadas o dependientes
de la misma.

d) Preparar y presentar a la Junta anteproyectos de
Ley, proyectos de Decretos y propuestas de
Acuerdos relativos a las cuestiones propias de su
Consejería.

e) Formular el anteproyecto del presupuesto referen-
te a su Consejería.

f) Ejercer la potestad reglamentaria y la función eje-
cutiva en las materias propias de su Consejería.

g) Nombrar y cesar a los titulares de los puestos de
libre designación funcionalmente dependientes de
su Consejería.

h) Resolver los recursos y reclamaciones que le
correspondan.

i) Resolver los conflictos de atribuciones entre los
órganos directivos de su Consejería, y suscitarlos
con otras Consejerías.

j) Realizar los actos de gestión y ejecución presu-
puestaria de su Consejería, en los términos previs-
tos legalmente.

k) Celebrar los contratos en materias propias de
competencia de su Consejería, con el límite fijado
en las Leyes de Presupuestos de la Comunidad.

l) Firmar convenios en materias propias de su Con-
sejería, sin perjuicio de las atribuciones del Presi-
dente.

m) Firmar, junto con el Presidente, los Decretos y
Acuerdos por él propuestos.

n) Cualquier otra que le sea legalmente atribuida.

2. Para la realización de las anteriores atribuciones,
podrán contar con un Gabinete como órgano de asesora-
miento y apoyo, cuyo personal eventual será nombrado y
cesado libremente por los respectivos Consejeros.

CAPÍTULO III.- Estatuto Personal

Artículo 27.- Protocolo y retribuciones.

1. Los Vicepresidentes y los Consejeros tienen trata-
miento de Excelencia y les serán rendidos los honores
que les corresponden por razón de su cargo.

2. Percibirán la remuneración y los gastos de repre-
sentación que les asignen los Presupuestos de la Comu-
nidad Autónoma.

Artículo 28.- Incompatibilidades.

Los Vicepresidentes y los Consejeros están sujetos a
las mismas incompatibilidades que el Presidente de la
Junta.
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CAPÍTULO IV.- Cese y suplencia

Artículo 29.- Cese.

Los Vicepresidentes y los Consejeros cesan en sus
funciones:

a) Por cese del Presidente de la Junta, si bien conti-
nuarán en funciones hasta la toma de posesión de
la nueva Junta.

b) Por dimisión aceptada por el Presidente.

c) Por revocación de su nombramiento decidida
libremente por el Presidente.

d) Por fallecimiento.

e) Por sentencia firme que le inhabilite para el
desempeño del cargo.

Artículo 30.- Suplencia.

En caso de ausencia, vacante o enfermedad, los Vice-
presidentes y los Consejeros serán sustituidos en el ejer-
cicio de sus funciones por otro miembro de la Junta
designado por el Presidente.

TÍTULO CUARTO

LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DE LA
COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

CAPITULO I.- Disposiciones Generales

Artículo 31.- Administración General.

1. La Administración General de la Comunidad
Autónoma, bajo la dirección de la Junta de Castilla y
León, sirve con objetividad los intereses generales y
desarrolla, con sometimiento pleno a la Ley y al Dere-
cho, funciones ejecutivas de carácter administrativo.

2. Actúa, para el cumplimiento de sus fines, con
personalidad jurídica única.

Artículo 32.- Principios de organización y funcionamien -
to.

1. La Administración General de la Comunidad ade-
cuará su organización, funcionamiento y relaciones a los
principios generales y normas básicas del régimen jurídi-
co de las Administraciones públicas.

2. De acuerdo con el artículo 39.2 del Estatuto de
Autonomía de Castilla y León tiene en el ejercicio de sus
competencias las mismas potestades, prerrogativas y pri-
vilegios que la Administración del Estado.

Artículo 33.- Órganos de la Administración General.

1. La Administración General de la Comunidad está
constituida por órganos jerárquicamente ordenados.

2. Son órganos superiores la Junta de Castilla y León,
la Presidencia, las Vicepresidencias, en su caso, y las
Consejerías.

3. Los demás órganos de la Administración se hallan
bajo la dependencia de los órganos superiores correspon-
dientes.

Artículo 34.- Criterios de organización.

La organización de la Administración General de la
Comunidad de Castilla y León responde a los principios
de división funcional y gestión territorial.

CAPÍTULO II.- Los órganos centrales y sus competen-
cias

Artículo 35.- Consejerías.

La Administración General de la Comunidad se orga-
niza funcionalmente en departamentos, bajo la denomi-
nación de Consejerías.

Corresponde a cada Consejería el desarrollo de uno o
varios sectores funcionalmente homogéneos de actividad
administrativa.

Artículo 36.- Órganos Directivos Centrales.

1. Bajo la superior dirección del titular de la Conseje-
ría, cada departamento desarrollará sus competencias por
medio de los siguientes órganos directivos centrales:

a)Viceconsejerías, en su caso.

b) Secretaría General.

c) Direcciones Generales.

La existencia de Viceconsejerías y, en su caso, su
número tendrá carácter potestativo.

2. La Secretaría General y las Direcciones Generales
podrán organizarse en Servicios, Secciones y Negocia-
dos.

3. Los reglamentos orgánicos determinarán las com-
petencias de los distintos órganos directivos centrales, y
las correspondientes disposiciones de desarrollo delimi-
tarán las funciones de los órganos y unidades administra-
tivas que de ellos dependan.

4. Para el ejercicio de competencias propias, se
podrán crear órganos o unidades administrativas que fun-
cionalmente actúen fuera del territorio de la Comunidad
de Castilla y León.
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Artículo 37.- El Viceconsejero.

El Viceconsejero es responsable de un sector de acti-
vidad específica del departamento, y como segunda auto-
ridad del mismo en ese ámbito, le corresponde ejercer las
competencias sobre el sector de actividad administrativa
asignado que le atribuya la norma de creación del órga-
no, las demás normas en vigor, y las demás que se le
desconcentren o deleguen.

Artículo 38.- El Secretario General

1. El Secretario General es el titular de la Secretaría
General y, en este ámbito, tiene las siguientes competen-
cias:

a) Ostentar la representación de la Consejería por
orden del Consejero.

b) Coordinar, bajo la dirección del Consejero, los
programas de las Direcciones Generales y de las
entidades vinculadas o dependientes, salvo en
aquellos casos que dicha función haya sido atri-
buida a otro órgano de la Consejería.

c) Prestar asistencia técnica y administrativa al Con-
sejero en cuantos asuntos éste considere conve-
niente.

d) Actuar como órgano de comunicación con las
demás Consejerías.

e) Dirigir y gestionar los Servicios comunes del
departamento, así como los órganos y unidades
administrativas que se encuentren bajo su depen-
dencia.

f) Elaborar el anteproyecto del presupuesto corres-
pondiente a la Consejería y desarrollar el control
presupuestario.

g) Informar y tramitar los anteproyectos de ley y
proyectos de disposiciones administrativas de
carácter general de la Consejería.

h) Informar los proyectos de disposiciones adminis-
trativas de carácter general de otras Consejerías.

i) Gestionar los medios materiales adscritos al fun-
cionamiento de la Consejería.

j) Desempeñar la jefatura superior de todo el perso-
nal de la Consejería y resolver cuantos asuntos se
refieran al mismo, salvo los atribuidos expresa-
mente otros órganos de la Consejería.

k) Ejercer el control de eficacia y la inspección de la
Consejería, sin perjuicio de las funciones que en
este ámbito corresponda a la Consejería de Presi-
dencia y Administración Territorial.

l) Proponer al Consejero la resolución que estime
procedente en los asuntos de su competencia cuya
tramitación le esté encomendada.

m) Resolver los asuntos de la Consejería que le
correspondan.

n) Las demás competencias que se desconcentren o
deleguen en él.

o) Ejercer aquellas otras que le atribuyan las disposi-
ciones orgánicas y demás normativa en vigor.

Artículo 39.- El Director General.

El Director General es el titular del centro directivo
que le esté encomendado y, con tal carácter y en este
ámbito, tiene las siguientes competencias:

a) Elaborar los programas de actuación específicos
de la Dirección General.

b) Dirigir y gestionar los Servicios propios, así como
los órganos y unidades administrativas que se
encuentren bajo su dependencia.

c) Realizar la propuesta de la Dirección General
para el anteproyecto del presupuesto.

d) Elaborar los anteproyectos de ley y proyectos de
disposiciones administrativas de carácter general
que le correspondan.

e) Proponer al Consejero o, en su caso, al Vicecon-
sejero la resolución que estime procedente en los
asuntos de su competencia cuya tramitación esté
encomendada a la Dirección General.

f) Resolver los asuntos de la Consejería que le
correspondan.

g) Resolver los asuntos de personal que le corres-
pondan y velar por la utilización de los medios
materiales y de las dependencias a su cargo.

h) Las demás competencias que se desconcentren o
deleguen en él.

i) Ejercer aquellas otras que le atribuyan las disposi-
ciones orgánicas y demás normativa en vigor.

CAPITULO III.- Los órganos periféricos y sus
competencias

Artículo 40.- Organización Territorial.

1. La Administración General de la Comunidad
Autónoma se organiza territorialmente en Delegaciones
Territoriales de la Junta de Castilla y León en cada una
de las provincias.

2. Corresponde a cada Delegación Territorial en su
respectivo territorio la coordinación y la gestión de las
competencias de la Administración General de la Comu-
nidad.

Asimismo le corresponde la coordinación de las enti-
dades de la Administración Institucional en su ámbito
territorial, y la gestión de los servicios que sean compar-
tidos, salvo que su Ley de creación disponga otra cosa.
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Artículo 41.- Delegaciones Territoriales.

1. Las Delegaciones Territoriales son los órganos
directivos periféricos.

2. Cada Delegación Territorial, podrá estructurarse en
una Secretaría Territorial y en Departamentos Territoria-
les, Secciones y Negociados.

Excepcionalmente, por motivos de eficacia en la ges-
tión administrativa, podrán existir uno o varios órganos
con rango de Servicio Territorial dependientes de un
mismo Departamento Territorial.

3. La Secretaría Territorial dependerá orgánicamente
de la Consejería de Presidencia y Administración Terri-
torial y funcionalmente, a través del Delegado Territo-
rial, de los diversos órganos superiores y directivos que
correspondan por razón de la materia.

Los órganos con rango de Departamento Territorial,
dependerán orgánica y funcionalmente, a través del
Delegado Territorial, de los diversos órganos superiores
y directivos que correspondan por razón de la materia o
del contenido de sus atribuciones.

4. Se podrá disponer la adscripción directa a órganos
centrales de órganos o unidades administrativas periféri-
cas, cuando lo aconseje su dimensión supraprovincial o
la más eficaz gestión de la actividad que tengan enco-
mendada.

5. El reglamento orgánico de las Delegaciones Terri-
toriales determinará sus competencias, y las correspon-
dientes disposiciones de desarrollo delimitarán las fun-
ciones del resto de órganos y unidades administrativas.

Artículo 42.- El Delegado Territorial.

1. El Delegado Territorial es el titular de la corres-
pondiente Delegación Territorial y representa a la Junta
de Castilla y León y a cada una de las Consejerías en la
respectiva provincia.

2. El Delegado Territorial dependerá orgánicamente
de la Consejería de Presidencia y Administración Terri-
torial y funcionalmente de las Consejerías que corres-
ponda por razón de las distintas competencias materiales
y, con tal carácter, tiene las siguientes competencias en
el ámbito de su respectiva provincia:

a) Coordinar la acción política de la Junta de Castilla
y León.

b) Coordinar e impulsar la actividad de la Adminis-
tración General e Institucional de la Comunidad
Autónoma en la provincia, así como los progra-
mas de actuación territoriales de la Delegación.

c) Proponer o informar a los órganos superiores y
directivos centrales la resolución que estime pro-
cedente en los asuntos cuya tramitación esté enco-
mendada a la Delegación Territorial.

d) Resolver los asuntos que le correspondan.

e) Desempeñar la jefatura de personal de la Delega-
ción, sin perjuicio de las funciones que en este
ámbito correspondan a otros órganos administrati-
vos.

f) Velar por la correcta utilización de los medios
materiales adscritos al funcionamiento de la Dele-
gación Territorial y, en su caso, gestionarlos.

g) Las demás competencias que se le atribuyan, des-
concentren o deleguen.

TÍTULO V

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE
LA ADMINISTRACIÓN GENERAL

CAPÍTULO I.- Régimen de los órganos y unidades
Administrativas

Artículo 43.- Órganos y demás unidades.

1. Las unidades administrativas son los elementos
organizativos básicos de la estructura orgánica, compren-
diendo al personal vinculado funcionalmente por razón
de sus cometidos y orgánicamente por una jefatura supe-
rior común.

2. Tendrán la consideración de órganos administrati-
vos, además de los órganos superiores y directivos, aque-
llas unidades administrativas a las que se les atribuyan
funciones que tengan efectos jurídicos frente a terceros o
cuya actuación tenga carácter preceptivo.

3. Para crear, modificar o suprimir órganos o unida-
des administrativas se deberá acreditar el cumplimiento
de los requisitos establecidos en las normas básicas del
régimen jurídico de las Administraciones públicas.

Artículo 44.- Creación, modificación o supresión.

1. La creación, modificación o supresión de Conseje-
rías y Viceconsejerías se llevará a cabo por Decreto del
Presidente de la Junta de Castilla y León, en el que se
determinará el sector o sectores de la actividad adminis-
trativa que se les atribuye, y en su caso, la adscripción de
las entidades de la Administración Institucional que
corresponda. Cuando se trate de Consejerías deberá
darse cuenta a las Cortes de Castilla y León.

Cualquier variación que afecte al número o denomi-
nación de las Consejerías ya existentes exigirá que el
Decreto contenga, además, el listado completo de Conse-
jerías y su orden de prelación.

2. La creación, modificación o supresión de Secreta-
rías Generales y de Direcciones Generales se llevará a
cabo por Decreto de la Junta de Castilla y León a inicia-
tiva del Consejero o Consejeros interesados y a propues-
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ta del Consejero de Presidencia y Administración Terri-
torial, sin perjuicio de su posterior desarrollo en las nor-
mas orgánicas correspondientes.

3. Los demás órganos y unidades administrativas de
las Consejerías serán creados, modificados o suprimidos
por el titular de la Consejería a través de la correspon-
diente Orden de estructura orgánica, previo informe de la
Consejería de Presidencia y Administración Territorial, y
deliberación de la Junta de Castilla y León.

4. La creación de Gabinetes con funciones de apoyo
y asesoramiento se realizará mediante Decreto de la
Junta de Castilla y León, dentro de los límites estableci-
dos por la legislación reguladora de la función pública.

5. La creación, modificación o supresión de Secreta-
rías, Departamentos y Servicios Territoriales se llevará a
cabo por Decreto de la Junta de Castilla y León, a pro-
puesta del Consejero de Presidencia y Administración
Territorial.

Los demás órganos y unidades administrativas de las
Delegaciones Territoriales, será creados, modificados o
suprimidos mediante Orden del Consejero de Presidencia
y Administración Territorial, a iniciativa del titular de la
Consejería de la que dependan orgánicamente, previa
deliberación de la Junta de Castilla y León.

La adscripción directa a órganos centrales de órganos
o unidades administrativas periféricas se realizará
mediante Decreto de la Junta de Castilla y León, a pro-
puesta del Consejero interesado.

6. La creación de nuevos órganos exigirá informe de
la Consejería de Economía y Hacienda de modo que no
se incremente indebidamente el gasto público.

CAPÍTULO II.- Régimen de las competencias

Artículo 45.- Principios Generales.

El ejercicio de las competencias administrativas
corresponderá a los órganos que las tengan atribuidas
como propias.

Aquellas competencias que no hayan sido asignadas
por Ley a un órgano administrativo serán atribuidas al
que proceda mediante Decreto de la Junta de Castilla y
León, a propuesta del Consejero competente por razón
de la materia.

Artículo 46.- Desconcentración.

1. La titularidad y ejercicio de las competencias pro-
pias de los órganos de la Administración General podrán
ser desconcentradas en otros jerárquicamente dependien-
tes, tanto centrales con categoría superior a Servicio,
como periféricos con categoría igual o superior a Depar-
tamento Territorial, salvo disposición en contrario.

2. Una vez desconcentradas, las competencias podrán
ser delegadas conforme a lo dispuesto en el artículo
siguiente.

3. La desconcentración de competencias, así como su
revocación, se aprobará por Decreto de la Junta de Casti-
lla y León, y se publicará en el «Boletín Oficial de Casti-
lla y León.”

Artículo 47.- Delegación.

1. El ejercicio de las competencias propias de los
órganos de la Administración General podrá ser delega-
do en otros de igual o inferior categoría, aunque no sean
jerárquicamente dependientes, tanto centrales con cate-
goría igual o superior a Servicio, como periféricos con
categoría igual o superior a Sección, salvo disposición en
contrario.

2. La delegación de competencias, así como su revo-
cación, se aprobará mediante la disposición propia del
órgano delegante, y se publicará en el “Boletín Oficial de
Castilla y León”.

Se requerirá la previa autorización del Consejero o
Consejeros de quienes dependan los órganos delegante y
delegado, salvo en competencias de la Presidencia o
Vicepresidencia.

3. No son delegables las siguientes competencias:

a) Las atribuidas directamente por la Constitución y
por el Estatuto de Autonomía.

b) Las previstas en las bases del régimen jurídico de
las administraciones públicas como indelegables.

c) Las propias de la Junta de Castilla y León.

d) La creación, modificación o supresión de Conse-
jerías y Viceconsejerías.

e) La firma de los Decretos y la ordenación de su
publicación en el Boletín Oficial de Castilla y
León.

f) Las de los Consejeros cuyo ejercicio requiera
someterse al acuerdo o deliberación de la Junta de
Castilla y León.

g) Las atribuidas por una Ley que prohíba expresa-
mente la delegación.

Artículo 48.- Suplencia.

1. Los titulares de los órganos directivos centrales
serán sustituidos en caso de ausencia, vacante o enferme-
dad por el titular del órgano de la Consejería de igual
rango o, en su defecto, del inmediatamente inferior, con
mayor antigüedad, salvo que el Consejero disponga otra
cosa.

2. Los titulares de los órganos directivos periféricos
serán suplidos por el Secretario Territorial y, en su
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defecto, por el Jefe de Departamento Territorial que
tenga mayor antigüedad, salvo que el Consejero de Presi-
dencia y Administración Territorial disponga otra cosa.

3. Los titulares de los demás órganos serán suplidos,
siempre que el contenido de la función lo permita, por el
titular del órgano del mismo rango con mayor antigüe-
dad del centro directivo, salvo que el titular de éste dis-
ponga otra cosa.

CAPÍTULO III.- La ubicación de la Administración

Artículo 49.- Órganos Centrales.

1. Los órganos y unidades administrativas centrales
se ubicarán en la capitalidad en que tienen su sede las
instituciones básicas de la Comunidad, o en los términos
municipales de su entorno en caso de necesidad o conve-
niencia apreciadas por la Junta de Castilla y León.

2. Excepcionalmente, la Junta de Castilla y León
podrá disponer la temporal o permanente ubicación de
alguno de sus órganos y unidades administrativas centra-
les en otra ciudad de cualquiera de las provincias de la
Comunidad Autónoma desde donde se puedan atender
con mayor proximidad, rapidez y eficacia las necesida-
des públicas, por tener éstas un carácter altamente locali-
zado en la parte del territorio regional más inmediata a la
ciudad elegida.

Artículo 50.- Organos Periféricos.

Las Delegaciones Territoriales se ubicarán en las
capitales de las provincias de la Comunidad Autónoma,
sin perjuicio de que alguno de sus órganos o unidades
administrativas se localice, por Decreto de la Junta de
Castilla y León, en otros municipios de las correspon-
dientes provincias.

CAPITULO IV.- Los órganos colegiados

Artículo 51.- Régimen.

Los órganos colegiados de la Administración General
de la Comunidad se regirán por las normas básicas del
régimen jurídico de las Administraciones públicas, por
las normas contenidas en este Capítulo, por las disposi-
ciones o convenios de creación, y por sus reglamentos de
régimen interior.

Artículo 52.- Requisitos de creación.

1. La disposición o convenio por la que se constituya
un órgano colegiado en la Administración autonómica
deberá prever necesariamente los siguientes extremos:

a) Sus fines y objetivos.

b) Su adscripción administrativa.

c) La composición y los criterios para la designación
de sus miembros o su titularidad, y del secretario,
en todo caso.

d) Las funciones de decisión, propuesta, informe,
seguimiento o control, así como cualquier otra
que se le atribuya.

e) La dotación de los créditos necesarios, en su caso,
para su funcionamiento.

2. En los órganos colegiados podrán existir represen-
tantes de otras Administraciones públicas cuando éstas lo
acepten voluntariamente, o exista un convenio que así lo
establezca, o una norma aplicable a esas Administracio-
nes lo ordene o permita.

También podrán participar en los órganos colegiados,
cuando así se determine, organizaciones representativas
de intereses sociales y otros miembros que se designen
por las especiales condiciones de experiencia o conoci-
mientos que concurran en ellos.

Artículo 53.- Miembros.

Son miembros del órgano colegiado el Presidente, el
Vicepresidente o Vicepresidentes de existir y por su
orden, los vocales y, en su caso, el Secretario.

Artículo 54. Funciones del Presidente.

1. En cada órgano colegiado, corresponde al Presi-
dente:

a) Ostentar la representación del órgano.

b) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias
y extraordinarias y la fijación del orden del día,
teniendo en cuenta, en su caso, las peticiones de
los demás miembros formuladas con la suficiente
antelación.

c) Presidir las sesiones, moderar el desarrollo de los
debates y suspenderlos por causas justificadas.

d) Dirimir con su voto los empates, a efectos de
adoptar acuerdos, excepto si se trata de los órga-
nos colegiados en los que participan organizacio-
nes representativas de intereses sociales, en los
que el voto será dirimente sólo si así lo establecen
sus propias normas.

e) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos
del órgano.

f) Ejercer aquellos derechos que le correspondan
como un miembro más del órgano colegiado.

g) Ejercer cuantas otras funciones sean inherentes a
su condición de Presidente del órgano.

2. En casos de vacante, ausencia o enfermedad, el
Presidente será sustituido por el Vicepresidente que
corresponda o, en su defecto, por el miembro del órgano
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colegiado que, perteneciendo a la Administración Auto-
nómica o subsidiariamente a cualquier otra Administra-
ción, tenga mayor jerarquía, antigüedad y edad, por este
orden, de entre sus componentes.

Artículo 55.- Funciones de los miembros.

1. En cada órgano colegiado, corresponde a los
miembros:

a) Recibir, con una antelación mínima de cuarenta y
ocho horas, la convocatoria conteniendo el orden
del día de las reuniones. La información sobre los
temas que figuren en el orden del día estará a dis-
posición de los miembros en igual plazo.

b) Participar en los debates de las sesiones.

c) Ejercer su derecho al voto y formular voto parti-
cular, así como expresar el sentido de su voto y
los motivos que lo justifican.

d) Formular ruegos y preguntas.

e) Obtener la información precisa para cumplir las
funciones asignadas.

f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su con-
dición.

2. Los vocales de un órgano colegiado no podrán atri-
buirse las funciones de representación de éste, salvo que
expresamente se les hayan otorgado por una norma o por
acuerdo válidamente adoptado, para cada caso concreto,
por el propio órgano.

3. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, los
vocales titulares del órgano colegiado serán sustituidos
por sus suplentes, si los hubiera.

Cuando se trate de órganos colegiados en los que par-
ticipen organizaciones representativas de intereses socia-
les, éstas podrán sustituir a sus vocales por otros, acredi-
tándolo previamente ante la Secretaría del órgano cole-
giado.

Artículo 56. Funciones del Secretario.

1. Al Secretario del órgano colegiado, que deberá ser
calificado en la norma de creación como miembro del
propio órgano o simplemente como participante en su
condición de funcionario, le corresponde:

a) Asistir a las reuniones con voz y voto si es miem-
bro del órgano, y con voz pero sin voto si actúa
como funcionario.

b) Efectuar la convocatoria de las sesiones del órga-
no por orden de su Presidente, así como las cita-
ciones a los miembros del mismo.

c) Recibir los actos de comunicación de los miem-
bros con el órgano y, por tanto, las notificaciones,
peticiones de datos, rectificaciones o cualquiera

otra clase de escritos de los que deba tener cono-
cimiento.

d) Preparar el despacho de los asuntos, redactar y
autorizar las actas de las sesiones.

e) Expedir certificaciones de las consultas, dictáme-
nes y acuerdos aprobados.

f) Si es miembro del órgano colegiado, ejercer aque-
llos derechos que como tal le correspondan.

g) Cuantas otras funciones sean inherentes a su con-
dición de Secretario.

3. En casos de vacante, ausencia o enfermedad, el
Secretario será sustituido por el miembro del órgano
colegiado que, perteneciendo a la Administración Auto-
nómica o subsidiariamente a cualquier otra Administra-
ción, tenga menor jerarquía, antigüedad y edad, por este
orden, de entre sus componentes.

Artículo 57.- Actas.

1. En el acta de cada sesión que celebre el órgano
colegiado figurará el acuerdo o acuerdos adoptados.

Asimismo, y a solicitud de los respectivos miembros
del órgano se hará constar en el acta, el voto contrario al
acuerdo adoptado, la abstención y los motivos que la jus-
tifiquen o la explicación de su voto favorable. Del
mismo modo, cualquier miembro tiene derecho a solici-
tar la transcripción íntegra de su intervención o propues-
ta, siempre que aporte en el acto, o en el plazo que señale
el Presidente, el texto que se corresponda fielmente con
su intervención, haciéndose así constar en el acta o
uniéndose copia a la misma.

2. Los miembros que discrepen del acuerdo mayorita-
rio podrán formular voto particular por escrito en el
plazo de cuarenta y ocho horas, que se incorporará al
texto aprobado.

3. Las actas se aprobarán en la misma o en la siguien-
te sesión, pudiendo no obstante emitir el Secretario certi-
ficación sobre los acuerdos específicos que se hayan
adoptado, sin perjuicio de la ulterior aprobación del acta.

En las certificaciones de acuerdos adoptados emitidas
con anterioridad a la aprobación del acta se hará constar
expresamente tal circunstancia.

TÍTULO VI

LA ACTUACIÓN DE LA
ADMINISTRACIÓN GENERAL

CAPÍTULO I. Normas Generales.

Artículo 58.- Reglas de actuación.

La Administración de la Comunidad Autónoma ajus-
tará su actuación a las reglas contenidas en esta Ley y en
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las normas básicas reguladoras del procedimiento admi-
nistrativo común.

Artículo 59.- Recurso de alzada.

1. Contra las resoluciones de los órganos de la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León que no
pongan fin a la vía administrativa y los actos de trámite
en aquellos supuestos previstos en las bases del régimen
jurídico, podrá interponerse recurso de alzada ante el
superior del órgano que los dictó.

2. A estos efectos tendrá la consideración de órgano
superior:

- La Junta de Castilla y León respecto de los actos
de los Consejeros.

- Los Consejeros respecto de los actos de los Vice-
consejeros, Secretarios Generales y Directores
Generales no dependientes de una Viceconsejería.

- Los Viceconsejeros respecto de los actos de los
Directores Generales de ellos dependientes.

- Los Secretarios Generales y los Directores Genera-
les, en virtud de su competencia material, respecto
de los actos de los Jefes de Servicio que de ellos
dependan en la Administración central, y en la
periférica respecto de los actos de los Delegados
Territoriales y Jefes de Departamento Territoriales.

- Los Delegados Territoriales respecto de los actos
de los Jefes de Departamento Territoriales.

La jerarquía en el resto de órganos administrativos
vendrá determinada por las disposiciones de estructura
orgánica.

Artículo 60.- Fin de la vía administrativa.

1. Pondrán fin a la vía administrativa:

a) Las resoluciones de la Junta de Castilla y León y
las de su Presidente.

b) Las resoluciones de los Consejeros, salvo cuando
por Ley expresamente se otorgue recurso de alza-
da ante la Junta de Castilla y León.

c) Las resoluciones de los Viceconsejeros, Secreta-
rios Generales y de los Directores Generales en
materia de personal.

d) Las resoluciones de los órganos inferiores en los
casos en que resuelvan por delegación de otro
órgano cuyas resoluciones pongan fin a la vía
administrativa.

e) Las demás resoluciones, acuerdos o convenios
que prevean las normas básicas del régimen jurí-
dico.

f) Las resoluciones dictadas en los recursos de alza-
da.

2. Contra los actos que pongan fin a la vía adminis-
trativa, podrá interponerse con carácter potestativo recur-
so de reposición ante el mismo órgano que los dictó, a
excepción de los previstos en la letra f) del apartado
anterior.

3. Los Decretos de desconcentración a los que se
refiere el artículo 46.3 podrán disponer que los actos dic-
tados en ejercicio de las atribuciones desconcentradas
pongan fin a la vía administrativa.

Artículo 61.- Recurso extraordinario de revisión.

Será competente para conocer del recurso extraordi-
nario de revisión el órgano administrativo que haya dic-
tado el acto objeto del recurso.

Artículo 62.- Revisión de oficio.

1. Los procedimientos de revisión de oficio de dispo-
siciones y actos nulos serán iniciados por el órgano autor
de la actuación nula, de oficio o a solicitud del interesa-
do.

2. La resolución corresponderá al órgano administra-
tivo jerárquicamente superior, si lo hubiere, o al mismo
órgano autor de la disposición o acto nulo, en caso con-
trario.

Artículo 63.- Declaración de lesividad.

1. Los procedimientos para declarar la lesividad de
los actos anulables serán iniciados por el órgano autor
del acto, de oficio o a solicitud del interesado.

2. La competencia para declarar la lesividad de los
actos anulables corresponde al titular de la Consejería
competente por razón de la materia, excepto en los
supuestos de actos dictados por la Junta de Castilla y
León, en los que corresponderá a ésta.

Artículo 64.- Revocación y rectificación.

La revocación de los actos de gravamen o desfavora-
bles y la rectificación de los errores materiales, de hecho
o aritméticos corresponderá al propio órgano administra-
tivo que haya dictado el acto.

Artículo 65.- Reclamaciones previas.

1. Las reclamaciones previas a la vía judicial civil se
resolverán por el Consejero o Viceconsejero que corres-
ponda por razón de la materia, salvo las relativas a pro-
piedad y derechos reales, que en todo caso corresponde-
rán al Consejero de Economía y Hacienda.

2. Las reclamaciones previas a la vía judicial laboral
en materia de personal serán resueltas por el Secretario
General correspondiente. En el resto de materias la com-
petencia para la resolución corresponderá al órgano
administrativo autor del acto objeto de reclamación.
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3. Las reclamaciones económico-administrativas se
regularán por su legislación específica.

Artículo 66.- Informe jurídico.

Para la resolución de los recursos administrativos,
reclamaciones previas a la vía judicial, responsabilidad
patrimonial, revisión de oficio, terminación convencional
y ejecución de resoluciones judiciales será preceptivo el
previo informe de los Servicios Jurídicos.

Artículo 67.- Ejercicio de acciones y asistencia jurídica.

1. El ejercicio de acciones en vía jurisdiccional será
autorizado por la Junta de Castilla y León o el Consejero
respectivo, y excepcionalmente, en casos de urgencia,
por el Jefe de la Asesoría Jurídica General.

2. La representación y defensa en juicio de la Admi-
nistración General de la Comunidad, de sus Organismos
Autónomos y entes públicos de derecho privado, así
como su asesoramiento jurídico interno, corresponderá a
los Letrados integrados en los Servicios Jurídicos de la
Comunidad. También podrán asumir las mismas funcio-
nes respecto de las Instituciones previstas en el Estatuto
de Autonomía, cuando su normativa así lo prevea, y de
las empresas públicas de la Comunidad cuando se suscri-
ba el correspondiente convenio.

3. La Administración de la Comunidad Autónoma
disfrutará del mismo estatuto procesal que la del Estado,
cuya normativa de asistencia jurídica, contenciosa y con-
sultiva será supletoriamente aplicable.

CAPÍTULO II.- Régimen de las disposiciones y actos
administrativos

Artículo 68.- Jerarquía normativa.

Las disposiciones administrativas de carácter general
se ajustarán a la siguiente jerarquía normativa:

1. Decretos de la Junta de Castilla y León y de su
Presidente.

2. Órdenes de Consejería.

3. Otras disposiciones de órganos inferiores, según el
orden de su respectiva jerarquía.

Artículo 69.- Decretos y Acuerdos.

1. Adoptarán la forma de Decreto las disposiciones
de carácter general de la Junta de Castilla y León y las de
su Presidente.

2. Adoptarán la forma de Acuerdo las resoluciones
administrativas de la Junta de Castilla y León y las de su
Presidente.

3. Cuando afecte a las competencias de más de una
Consejería, el Decreto o Acuerdo se aprobará a iniciativa

de los Consejeros interesados y será propuesto por el de
Presidencia y Administración Territorial.

4. Los Decretos y Acuerdos serán firmados por el
Presidente y, en su caso, por el Consejero autor de la
propuesta.

Artículo 70.- Órdenes.

1. Adoptarán la forma de Órdenes las disposiciones y
resoluciones de los Consejeros e irán firmadas por el
titular de la Consejería correspondiente.

2. Cuando las Órdenes afecten a las competencias de
varias Consejerías se aprobarán por el Consejero de Pre-
sidencia y Administración Territorial, a iniciativa de los
Consejeros interesados.

Artículo 71.- Resoluciones.

Las disposiciones y actos de los órganos inferiores
adoptarán la forma de Resoluciones.

Artículo 72.- Inderogabilidad singular de reglamentos.

Las resoluciones administrativas no podrán vulnerar
lo establecido en una disposición de carácter general,
aunque aquéllas procedan de órganos que tengan igual o
superior rango a los órganos que aprueben éstas.

Artículo 73.- Publicación.

Las disposiciones administrativas de carácter general
se publicarán en el «Boletín Oficial de Castilla y León»,
medio de publicación oficial de la Junta de Castilla y
León y de su Administración, y entrarán en vigor a los
veinte días de su publicación, salvo que en las mismas se
dispusiere otra cosa.

CAPÍTULO III.- Procedimiento de elaboración de las
normas

Artículo 74.- Proyectos de Ley.

1. La iniciativa legislativa que corresponde a la Junta
de Castilla y León se ejercerá mediante la elaboración,
aprobación y remisión de los proyectos de ley a las Cor-
tes de Castilla y León.

2. El procedimiento de elaboración de los proyectos
de ley se iniciará en la Consejería o Consejerías compe-
tentes mediante la elaboración del correspondiente ante-
proyecto.

3. El anteproyecto irá acompañado de una memoria
en la que se incluirán:

a) Un estudio del marco normativo en el que preten-
de incorporarse, con expresión de las disposicio-
nes afectadas y tabla de vigencias.
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b) Los informes y estudios sobre su necesidad y
oportunidad.

c) Un estudio económico con referencia al coste a
que dará lugar, en su caso, así como a su finan-
ciación.

d) Expresión de haberse dado el trámite de audiencia
cuando fuere preciso y efectuado las consultas
preceptivas.

4. El anteproyecto de ley se enviará a las restantes
Consejerías para su estudio y, previo informe de los Ser-
vicios Jurídicos de la Comunidad y de los órganos con-
sultivos cuyo dictamen tenga carácter preceptivo, se
someterá a la Junta de Castilla y León para su aproba-
ción y remisión a las Cortes de Castilla y León.

Artículo 75.- Proyectos de disposiciones generales.

Los proyectos de disposiciones administrativas de
carácter general que deban ser sometidos a la Junta de
Castilla y León, contendrán la documentación y seguirán
la tramitación establecida en el artículo anterior.

CAPÍTULO IV.- La contratación administrativa

Artículo 76.- Régimen.

Los contratos que celebre la Comunidad Autónoma
se regirán por la legislación básica del Estado y por la
normativa autonómica de desarrollo de la misma.

Artículo 77.- Órganos de contratación.

Los Consejeros son los órganos de contratación de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León,
celebrándose los contratos en nombre de ésta, previa la
tramitación del correspondiente expediente de contrata-
ción.

Artículo 78.- Autorización de Junta y mesa de contrata -
ción.

1. La celebración de contratos exigirá la autorización
de la Junta de Castilla y León en los casos previstos en la
Ley reguladora de la Hacienda de la Comunidad y en la
Ley de Presupuestos vigente.

2. La mesa de contratación estará constituida por un
presidente, un mínimo de tres vocales y un secretario
designado por el órgano de contratación. Entre los voca-
les figurarán necesariamente un letrado de los Servicios
Jurídicos de la Comunidad y un interventor.

CAPÍTULO V.- La potestad sancionadora y la responsa-
bilidad patrimonial

Artículo 79.- Régimen de la potestad sancionadora.

El ejercicio por la Administración de la potestad san-
cionadora se acomodará a la legislación básica de las

Administraciones públicas, sin perjuicio del desarrollo
normativo y de las peculiaridades que puedan preverse.

Artículo 80.- Régimen de la responsabilidad patrimo -
nial.

La responsabilidad patrimonial de la Administración
de la Comunidad de Castilla y León por los daños oca-
sionados a los particulares en sus bienes o derechos por
el funcionamiento normal o anormal de sus servicios
públicos, se regirá por la legislación básica de las Admi-
nistraciones públicas.

Artículo 81.- Procedimiento y órgano competente.

1. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial
se tramitarán con arreglo a lo dispuesto en la normativa
básica, con las especialidades derivadas de la organiza-
ción de la Administración de la Comunidad de Castilla y
León.

2. La resolución de los procedimientos de responsabi-
lidad patrimonial corresponderá al Consejero competente
por razón de la materia hasta el límite establecido para la
contratación, y por la Junta de Castilla y León en los
demás casos o cuando una Ley expresamente lo prevea.

TÍTULO VII

LA ADMINISTRACIÓN INSTITUCIONAL Y LAS
EMPRESAS PÚBLICAS

CAPÍTULO I.- Disposiciones Generales

Artículo 82.- Personalidad y adscripción.

1. Las entidades de la Administración Institucional y
las empresas públicas actúan con personalidad jurídica
diferenciada, patrimonio y tesorería propios y autonomía
de gestión.

2. Las entidades institucionales y empresas públicas
serán adscritas por la Junta de Castilla y León a la Con-
sejería competente por razón de la materia.

Artículo 83.- Creación, extinción y liquidación.

1. La creación de las entidades institucionales y
empresas públicas se efectuará por Ley.

2. La extinción requerirá Ley específica, salvo que en
la de creación o en otra se hubieren establecido las cau-
sas, el procedimiento y los efectos de la misma.

Cuando las disposiciones sobre la extinción no regu-
laren la liquidación de la entidad o empresa, ésta se lle-
vará a cabo por Decreto de la Junta de Castilla y León, a
propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda y a
iniciativa de la Consejería a que esté adscrita.
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Artículo 84.- La Administración Institucional.

1. La Administración Institucional de la Comunidad
de Castilla y León, bajo la dependencia de la Adminis-
tración General, actúa para el cumplimiento de los fines
de interés público que el ordenamiento establece como
principios rectores de la política social y económica y
desarrolla, mediante descentralización funcional, activi-
dades de ejecución administrativa y económica propias
de las competencias de la Comunidad.

2. La Administración Institucional está constituida
por las siguientes entidades:

a) Organismos Autónomos.

b) Entes Públicos de Derecho Privado.

3. Las entidades institucionales se regirán por su Ley
de creación, las disposiciones de esta Ley, las de aquellas
otras Leyes que les sean de aplicación y por la regula-
ción interna que sus propios estatutos establezcan.

CAPÍTULO II.- Organismos Autónomos

Artículo 85.- Organismos Autónomos.

1. Los Organismos Autónomos de la Comunidad tie-
nen encomendadas la realización de actividades de
fomento, prestacionales o de gestión de servicios públi-
cos, sujetándose en su actuación al derecho administrati-
vo.

2. Para el desarrollo de sus competencias específicas
los Organismos Autónomos tienen las mismas potesta-
des, prerrogativas y privilegios que la Administración
General de la Comunidad de Castilla y León, excepto la
potestad expropiatoria.

Artículo 86.- Ley de creación.

La Ley de creación de cada Organismo Autónomo
determinará su denominación y competencias, su ads-
cripción a la Consejería respectiva, sus órganos rectores,
los bienes y medios económicos que se les asignen para
el cumplimiento de sus fines, así como aquellos aspectos
que puedan ser modificados reglamentariamente y, en su
caso, las causas de extinción, el procedimiento para lle-
varla a cabo y los efectos de la misma.

Artículo 87.- Personal, patrimonio y contratación.

1. El régimen de personal y de patrimonio de los
Organismos Autónomos será el establecido en la norma-
tiva que regula la Función Pública de la Administración
General y el Patrimonio de la Comunidad de Castilla y
León.

2. La normativa sobre la Hacienda de la Comunidad
de Castilla y León será de aplicación a los Organismos
Autónomos en materia económica y presupuestaria.

3. La contratación de los Organismos Autónomos se
rige por las normas generales de contratación de las
Administraciones Públicas, y por lo dispuesto en el Capí-
tulo Cuarto del Título Sexto de la presente Ley, siendo el
Presidente del Organismo el órgano de contratación de
los mismos.

Artículo 88.- Normativa supletoria.

En lo no previsto por la Ley de creación del Organis-
mo Autónomo, será de aplicación, respecto de las mate-
rias de organización, régimen de los órganos y unidades
administrativas, de las funciones y competencias, órga-
nos colegiados y actuación administrativa las disposicio-
nes de esta Ley sobre la Administración General de la
Comunidad de Castilla y León, equiparándose a estos
efectos, las funciones del Presidente del Organismo a las
del Consejero y las del máximo órgano unipersonal de
gestión a las del Secretario General.

CAPÍTULO III.- Los Entes Públicos de Derecho Privado

Artículo 89.- Entes públicos de derecho privado.

1. Los Entes Públicos de Derecho Privado tienen
encomendadas la realización de actividades de carácter
económico, comercial, industrial, agrario, financiero o
análogo, sujetándose fundamentalmente en su actuación
al derecho privado.

2. Para el cumplimiento de las potestades públicas
que pudieran ejercer, así como para la formación de la
voluntad de sus órganos, los entes públicos se sujetarán
al derecho administrativo, y en su ejercicio gozarán de
las prerrogativas y privilegios que determine su Ley de
creación, excepto la potestad expropiatoria.

3. El ejercicio de las potestades públicas correspon-
derá a aquellos órganos del Ente a los que expresamente
los estatutos les asignen tal facultad.

4. En materia económico y presupuestaria se estará a
lo dispuesto en la Ley de Hacienda de la Comunidad de
Castilla y León.

Artículo 90.- Ley de creación.

La Ley de creación determinará su denominación y
actividades, su adscripción a la Consejería u Organismo
Autónomo respectivo, sus órganos rectores, los bienes y
medios económicos que se les asignen para el cumpli-
miento de sus fines, así como aquellos aspectos que pue-
dan ser modificados reglamentariamente y, en su caso,
las causas de extinción, el procedimiento para llevarla a
cabo y los efectos de la misma.

CAPÍTULO IV.- Empresas Públicas

Artículo 91.- Empresas públicas.

Son Empresas Públicas de la Comunidad de Castilla
y León las sociedades mercantiles en cuyo capital la par-
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ticipación directa o indirecta de la Administración de la
Comunidad Autónoma o de sus entidades institucionales
sea superior al cincuenta por ciento.

Artículo 92.- Creación y extinción.

1. La creación de una empresa pública podrá realizar-
se bien a través de la constitución de una sociedad mer-
cantil, preferentemente anónima, con la cualidad de
Empresa Pública, o bien mediante la adquisición de esta
cualidad por parte de una sociedad mercantil ya consti-
tuida.

2. Son supuestos de extinción de las empresas públi-
cas:

a) La extinción de la sociedad mercantil calificada
como tal.

b) La pérdida de la cualidad de empresa pública.

La pérdida de esta cualidad no implicará la extinción
de la sociedad mercantil, salvo que constituya un supues-
to legal o estatutario de disolución.

Artículo 93.- Régimen.

Las empresas públicas se regirán íntegramente, cual-
quiera que sea su forma jurídica, por el ordenamiento
jurídico privado, salvo en las materias que les sea de
aplicación la normativa presupuestaria, contable, de con-
trol financiero y de contratación. En ningún caso podrá
disponer de facultades que impliquen el ejercicio de
potestades públicas.

DISPOSICIONES ADICIONALES

P r i m e r a.- En todo lo no previsto en esta Ley será de
aplicación lo establecido en la legislación del Estado con
carácter supletorio.

S e g u n d a.- Las disposiciones del Capítulo Cuarto del
Título V de la presente Ley no serán de aplicación al
órgano colegiado de gobierno y administración de la
Comunidad de Castilla y León.

T e r c e r a.- La ordenación económico financiera de los
órganos e instituciones de la Comunidad Autónoma de
Castilla y León se regirá por la Ley de Hacienda de la
Comunidad de Castilla y León.

Cuarta.- La Consejería de Economía y Hacienda realiza-
rá las supresiones, transferencias o habilitaciones de cré-
ditos necesarias para dar cumplimiento a lo previsto en la
presente Ley.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo establecido en la presente
Ley, y en concreto:

- Decreto Legislativo 1/1988, de 21 de julio, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del
Gobierno y de la Administración de Castilla y
León.

- Título I y artículos 47, 60, 61, 62 y 97 segundo
párrafo de la Ley 7/1986, de 23 de diciembre, de la
Hacienda de la Comunidad de Castilla y León.

DISPOSICIÓN FINAL

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de
su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

Valladolid, a 1 de febrero de 2001.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE 
CASTILLA Y LEÓN

Fdo.: Juan José Lucas Giménez

Proposiciones de Ley (Pp.L.).

Pp.L. 4-I1

PRESIDENCIA

El Pleno de las Cortes de de Castilla y León, en
Sesión Extraordinaria celebrada el día 26 de febrero de
2001, acordó tomar en consideración la Proposición de
Ley Reguladora de la Iniciativa Legislativa Popular y de
los Ayuntamientos de Castilla y León, presentada por los

Grupos Parlamentarios Popular y Socialista, Pp.L. 4-I1,
publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León, N.º 119, de 15 de febrero de 2001.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 26 de febrero de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

Pp.L. 4-I2

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reu-
nión de 1 de marzo de 2001, con el acuerdo de la Junta
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de Portavoces, ha acordado que la Proposición de Ley
Reguladora de la Iniciativa Legislativa Popular y de los

Ayuntamientos de Castilla y León, Pp.L. 4-I2, presenta-
da por los Grupos Parlamentarios Popular y Socialista,
publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León, N.º 119, de 15 de febrero de 2001, se tramite ante
la Comisión de Estatuto, y la apertura de un plazo de
presentación de enmiendas que finalizará a las 14’00
horas del día 29 de marzo de 2001.

En ejecución de dicho Acuerdo se ordena su publica-
ción en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León, de conformidad con el artículo 64 del Reglamento.

Castillo de Fuensaldaña, a 1 de marzo de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

II. PROPOSICIONES NO DE LEY (P.N.L.).

P.N.L. 239-II

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
las Cortes de Castilla y León, se ordena la publicación de
la Enmienda presentada por el Grupo Parlamentario
Popular a la Proposición No de Ley, P.N.L. 239-II, for-
mulada por los Procuradores D. Octavio Granado Martí-
nez, D. Fernando Benito Muñoz, D.ª Leonisa Ull Laita y
D. Julio V. Pascual Abad, relativa a prioridad en la cons-
trucción del nuevo Hospital General para el Área de
Salud de Burgos, publicada en el Boletín Oficial de las
Cortes de Castilla y León, N.º 51, de 22 de marzo de
2000.

Castillo de Fuensaldaña, a 28 de febrero de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

EL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo dispuesto en
el artículo 159 y siguientes del Reglamento de la Cámara
presenta la siguiente ENMIENDA DE SUSTITUCION a
la P.N.L. 239-l relativa a prioridad en la construcción del
nuevo Hospital General para el Área de Salud de Burgos.

Se propone la siguiente PROPUESTA DE RESOLU-
CIÓN:

“Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a acordar con el INSALUD los plazos de
construcción del nuevo Hospital de Burgos, de tal mane-
ra que en su realización no interfiera el proceso de trans-
ferencias a la Comunidad Autónoma”.

Fuensaldaña, 26 de febrero de 2001.

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Juan Vicente Herrera Campo

P.N.L. 239-III

APROBACIÓN POR LA COMISIÓN DE
SANIDAD Y BIENESTAR SOCIAL

La Comisión de Sanidad y Bienestar Social de las
Cortes de Castilla y León en Sesión celebrada el 28 de
febrero de 2001, con motivo del debate de la Proposición
No de Ley, P.N.L. 239-III, presentada por los Procurado-
res D. Octavio Granado Martínez, D. Fernando Benito
Muñoz, D.ª Leonisa Ull Laita y D. Julio V. Pascual
Abad, relativa a prioridad en la construcción del nuevo
Hospital General para el Área de Salud de Burgos, publi-
cada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León, N.º 51, de 22 de marzo de 2000, aprobó la siguien-
te

RESOLUCIÓN

“1.º Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a acordar con el INSALUD en el plazo
más breve posible los plazos de construcción del nuevo
Hospital de Burgos, de tal manera que en su realización
no interfiera el proceso de transferencias a la Comunidad
Autónoma.

2.º Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a que el Hospital Militar de Burgos se
integre en el nuevo complejo hospitalario como recurso
asistencial público, evitando de esta forma su desapari-
ción, pues ello redundará en una mejora de los servicios
sanitarios de Burgos y de nuestra Comunidad.”

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 28 de febrero de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

P.N.L. 242-I1

PRESIDENCIA

La Comisión de Sanidad y Bienestar Social de las
Cortes de Castilla y León, en Sesión celebrada el día 28
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de febrero de 2001, rechazó la Proposición No de Ley,

P.N.L. 242-I1, presentada por el Procurador D. Felipe
Lubián Lubián, relativa a percepción del salario mensual
por trabajadores eventuales de la Consejería de Sanidad
y Bienestar Social, publicada en el Boletín Oficial de las
Cortes de Castilla y León, N.º 52, de 24 de marzo de
2000.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 28 de febrero de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

P.N.L. 492-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reu-
nión de 1 de marzo de 2001, ha admitido a trámite la
Proposición No de Ley, P.N.L. 492-I, que a continuación
se inserta.

De conformidad con el artículo 159 del Reglamento
se ha ordenado su publicación.

Los Grupos Parlamentarios podrán presentar enmien-
das hasta seis horas antes del comienzo de la Sesión en
que dicha Proposición No de Ley haya de debatirse.

En ejecución de dicho acuerdo se ordena su publica-
ción en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León, de conformidad con el artículo 64 del Reglamento.

Castillo de Fuensaldaña, a 1 de marzo de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

P.N.L. 492-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

El GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de
las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido
en los artículos 158 y siguientes del Reglamento de la
Cámara presenta la siguiente PROPOSICIÓN NO DE
LEY para su debate y votación ante el PLENO.

ANTECEDENTES

SINTEL empresa del sector de las telecomunicacio-
nes, dedicada entre otras actividades a la instalación y

tendido de líneas, está atravesando por una grave crisis
como consecuencia de las decisiones tomadas por
TELEFÓNICA y el Grupo MAS TEC, hasta hace unos
días su actual propietaria. Esta situación requiere un con-
junto de medidas urgentes que permitan garantizar su
futuro.

SINTEL con 1.800 trabajadores en el conjunto del
Estado Español, está implantada en 16 Comunidades
Autónomas. En Castilla y León posee 225 trabajadores
distribuidos en los municipios de Burgos, Benavente,
León, Ponferrada, Palencia, Zamora y Valladolid.

SINTEL hasta marzo de 1996 era propiedad de
TELEFÓNICA y por lo tanto de capital público. En esa
fecha es vendida a la multinacional MAS TEC, por un
valor de 4.900 millones de pesetas a pagar en tres años, a
la vez que se le aseguraba una cartera de trabajo de
75.000 millones de pesetas durante esos tres años.

El grupo MAS TEC en octubre de 1997 presentó un
expediente de regulación de empleo, en el que se plante-
aba la extinción de 1.411 puestos de trabajo, que no llegó
a materializarse. En mayo de 1998 se alcanzó un acuerdo
entre la empresa y los trabajadores produciéndose la
extinción de 215 puestos de trabajo, de los cuales 16 era
de la plantilla de Castilla y León. En 2000 presenta la
empresa presenta un nuevo expediente de regulación
temporal de empleo, que es rechazado por la Inspección
de Trabajo. Presentándose otro expediente el 22 de
diciembre de 2000, solicitando la extinción de 1.201
puesto de trabajo, de los que 150 pertenecen a Castilla y
León.

De forma progresiva TELEFÓNICA le ha ido reti-
rando el trabajo a SINTEL, por lo que las perdidas en el
2000 han alcanzado los 6.000 millones de pesetas. En el
momento actual a los trabajadores se les adeuda la nómi-
na de los 6 últimos meses, que en conjunto asciende a
2.500 millones de pesetas.

El pago de la nómina a los trabajadores sería posible
si TELEFÓNICA saldara la deuda que mantiene con
SINTEL.

El pasado 7 de febrero se tenía noticias de la compra
de SINTEL por Carlos Gila por el precio simbólico de 2
euros, lo que nuevamente origina una situación de incer-
tidumbre para los trabajadores.

Por lo anterior se realiza propuesta de resolución:

La Cortes de Castilla y León instan a la Junta de Cas-
tilla y León a dirigirse al Gobierno de España con el fin
de solicitarle que:

1- Realice las gestiones necesarias para que Telefóni-
ca cumpla sus compromisos con SINTEL y coopere en el
proceso de reflotamiento de la misma estableciendo rela-
ciones que primen el empleo estable y de calidad y la
seguridad en el aprovisionamiento futuro.
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2- Impulse un proceso de negociación entre la direc-
ción de la empresa SINTEL, sus propietarios, la direc-
ción de Telefónica y las Federaciones de Metal de CC
OO y UGT para analizar un plan de viabilidad de la
empresa, que incluya la rápida resolución de las deudas
salariales existentes.

3- Aplace la decisión resolutiva sobre el expediente
de rescisión presentado por la empresa, para más de
1.200 trabajadores, a los resultados de las negociaciones
anteriores y en todo caso adecue la actuación de la
Administración a los siguientes criterios:

I. Clara justificación económica de las medidas de
ajuste de las plantillas.

II. Mantenimiento de la mayor parte de la actividad
empresarial y de plantillas.

III. Establecimiento de un plan social para los trabaja-
dores afectados.

IV. Exigencia de responsabilidades a los accionistas y
administradores en la medida en que ello proceda.

V. Cooperación máxima para el saneamiento finan-
ciero de la empresa.

VI. Favorecer la rápida reestructuración empresarial y
el salvamento de la mayor parte posible de las
actividades y empleos.

Fuensaldaña a 23 de febrero de 2001.

EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

IV.INTERPELACIONES, MOCIONES, PREGUN-
TAS Y CONTESTACIONES.

Interpelaciones (I.).

I. 59-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reu-
nión de 1 de marzo de 2001, ha admitido a trámite la
Interpelación formulada a la Junta de Castilla y León, I.
59-I, que a continuación se inserta.

Con esta misma fecha se remite a la Junta de Castilla
y León.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 1 de marzo de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

I. 59-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Antonio Herreros Herreros, Procurador de IZQUIER-
DA UNIDA-IZQUIERDA DE CASTILLA Y LEÓN,
integrado en el Grupo Parlamentario Mixto, al amparo de
lo establecido en los artículos 145 y concordantes del
Reglamento de la Cámara, formula la siguiente INTER-
PELACIÓN a la Junta de Castilla y León:

Política general sobre financiación autonómica.

Castillo de Fuensaldaña, 27 de febrero de 2001.

EL PROCURADOR

Fdo.: Antonio Herreros Herreros

Preguntas con respuesta Oral ante el Pleno (P.O.).

P.O. 444-I a P.O. 446-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reu-
nión de 1 de marzo de 2001, ha admitido a trámite las
Preguntas con respuesta Oral ante el Pleno formuladas a
la Junta de Castilla y León, P.O. 444-I a P.O. 446-I, que
a continuación se insertan.

Con esta misma fecha se remiten a la Junta de Casti-
lla y León.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 1 de marzo de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

P.O. 444-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Antonio Losa Torres, Procurador perteneciente al
GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las Cor-
tes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en los
artículos 150 y siguientes del Reglamento de la Cámara,
formula a la Junta de Castilla y León la siguiente pregun-
ta para su contestación oral ante el Pleno:
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ANTECEDENTES

El Presidente de la Diputación de León, en una entre-
vista celebrada en un Diario escrito de la provincia de
León de fecha 21 de febrero, denuncia que determinadas
facturas de la Gerencia de Servicios Sociales de León
han sido “filtradas”, aseverando que “la Administración
correspondiente (Junta de Castilla y León) debería inves-
tigar la filtración de las facturas y el uso de esta filtra-
ción”.

PREGUNTA:

- ¿Ante esta grave denuncia, qué actuaciones realiza-
rá la Junta de Castilla y León?

Fuensaldaña a 21 de febrero de 2001.

El PROCURADOR

Fdo.: Antonio Losa Torres

P.O. 445-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

José Francisco Martín Martínez, Procurador pertene-
ciente al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA
de las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo estable-
cido en los artículos 150 y siguientes del Reglamento de
la Cámara, formula al Presidente de la Junta de Castilla y
León la siguiente pregunta para su contestación oral ante
el Pleno:

ANTECEDENTES

El día 29 de noviembre de 2000 el Pleno de las Cor-
tes de Castilla y León aprobó una resolución en la que se
instaba a la Junta de Castilla y León a elaborar, en el
plazo de tres meses un estudio sobre el número de caste-
llanos y leoneses afectados por los supuestos contempla-
dos en la Ley 46/1997 de 15 de octubre, que quedaron
fuera de las disposiciones adicionales de las Leyes de
Presupuestos Generales del Estado de 1990 y 1992, con-
feccionándose un censo en el que se inscribieran aque-
llos castellanos y leoneses que no cumplieran cualquiera
de los requisitos establecidos en las mismas. Igualmente,
se instaba a la Junta de Castilla y León a elaborar una
norma que regulase y concretase las indemnizaciones a
las personas que residiendo en nuestra Comunidad resul-
tasen beneficiarias, y que hubieran quedado excluidas en
las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, defi-
niendo las indemnizaciones resultantes, prestaciones úni-
cas y no periódicas, en función del tiempo de privacion
de libertad.

Transcurrido la mayor parte del plazo previsto en la
resolución aprobada, parace adecuado conocer los pasos
que desde la Administración Regional se han dado en
orden al cumplimiento de sus términos.

Por este motivo se formula la siguiente pregunta al
Presidente de la Junta de Castilla y León:

¿Qué actuaciones ha realizado la Junta de Castilla y
León en orden al cumplimiento de los términos de la
resolución aprobada por el Pleno de las Cortes de Casti-
lla y León con fecha 29 de noviembre de 2000 relativa a
indemnizaciones a ex presos y ex represaliados políti-
cos?

Fuensaldaña a 20 de febrero de 2001.

El PROCURADOR

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

P.O. 446-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

José Francisco Martín Martínez, Procurador pertene-
ciente al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA
de las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo estable-
cido en los artículos 150 y siguientes del Reglamento de
la Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la
siguiente pregunta para su contestación oral ante el
Pleno:

ANTECEDENTES

El último informe económico elaborado por la Fun-
dación del BBVA refleja que durante 1999 se produjo un
considerable alejamiento de la renta per cápita de Casti-
lla y León respecto a la media española. Según este
informe, las nueve provincias de Castilla y León perdie-
ron población, registraron menos crecimiento de empleo
que el conjunto de España y su PIB aumentó por debajo
de la media nacional.

Ante los desfavorables datos para Castilla y León
recogidos en este informe elaborado por una entidad sol-
vente e independiente como es el BBVA, el gobierno
regional no ha tenido más reacción que la de descalificar
dicho informe. Arremetiendo contra el mensajero, alta-
mente cualificado, de unos datos que cuestionan clara-
mente la gestión económica del gobierno regional, la
Consejería de Economía ha acusado al BBVA de falta de
rigor en la elaboración del informe. El director general
de Estadística se ha atrevido incluso a decir que el
BBVA “no aporta la metodología empleada para la ela-
boración de sus tablas ni la procedencia de los datos que
maneja”.

Esta airada descalificación realizada por la Junta a la
metodología utilizada por el BBVA en la elaboración de
dicho informe contrasta claramente con la utilización de
datos de la misma entidad financiera en diversos progra-
mas y estudios del gobierno regional. Resulta paradójico,
pues, que frente a esta falta de rigor que la Junta atribuye
al BBVA, el Anuario de Castilla y León, los informes de
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Coyuntura Económica o el propio Plan de Desarrollo
Regional, por citar algunos ejemplos bien significativos,
contengan tablas enteras de datos cuya fuente es el
BBVA.

PREGUNTA

¿Cómo explica la Junta de Castilla y León la utiliza-
ción de datos cuya fuente es el BBVA, al que califica de
falta de rigor, en numerosos programas y estudios reali-
zados por el gobierno regional?

Fuensaldaña a 21 de febrero de 2001.

El PROCURADOR

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

Preguntas con respuesta Oral ante la Comisión
(P.O.C.).

P.O.C. 1544-I a P.O.C 1553-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reu-
nión de 1 de marzo de 2001, ha admitido a trámite las
Preguntas con respuesta Oral ante la Comisión formula-
das a la Junta de Castilla y León, P.O.C. 1544-I a P.O.C.
1553-I, que a continuación se insertan.

Con esta misma fecha se remiten a la Junta de Casti-
lla y León y a los Presidentes de la Comisión correspon-
diente.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 1 de marzo de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

P.O.C. 1544-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Jesús Málaga Guerrero, Procurador perteneciente al
GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las Cor-
tes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en los
artículos 150 y siguientes del Reglamento de la Cámara,
formula a la Junta de Castilla y León la siguiente pregun-
ta para su contestación oral ante la Comisión de Sanidad
y Bienestar Social:

ANTECEDENTES

La Agencia Antidroga de Madrid piensa regalar par-
ches para la detección de los estupefacientes en jóvenes
que voluntariamente se presten a ello. Se trata de garanti-
zar a los padres el no consumo por parte de sus hijos de
drogas clásicas o de diseño que tan difícil es de controlar
por los progenitores.

Según declaraciones de algunos miembros de la judi-
catura la experiencia es legal siempre que no se ejerza
por los padres violencia sobre el joven.

¿Piensa la Junta de Castilla y León aplicar dicha téc-
nica en la prevención de la drogadicción aportándola
gratuitamente a quien la solicite?

Fuensaldaña a 20 de febrero de 2001.

El PROCURADOR

Fdo.: Jesús Málaga Guerrero

P.O.C. 1545-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Cipriano González Hernández, Procurador pertene-
ciente al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA
de las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo estable-
cido en los artículos 150 y siguientes del Reglamento de
la Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la
siguiente pregunta para su contestación oral ante la
Comisión de Agricultura y Ganadería.

ANTECEDENTES

Los desastres por más que estén anunciados no dejan
de generar en quienes los sufren una sensación de impo-
tencia e indefensión que, en muchos casos, llevan a la
desesperación.

Éste podría ser el resumen de lo que está pasando en
la provincia de Salamanca con la industrialización -más
bien con la desindustrialización- en general y con la
situación de la Azucarera, en particular.

Unas veces son las fusiones, otras la ausencia de
inversiones, otras las lluvias... unas y otras llevan al cie-
rre actualmente temporal pero que a muchos nos suena,
desgraciadamente, a definitivo de una de las pocas indus-
trias verdaderamente importantes de nuestra provincia. A
sabiendas que la decisión es empresarial, pero conocien-
do que los efectos van a afectar a un gran número de ciu-
dadanos de una u otra forma o por una u otra condición.
Por lo expuesto se formula la siguiente

PREGUNTA:

1. ¿Tiene conocimiento la Junta de Castilla y León
del citado cierre?
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2. ¿Ha comunicado la empresa a la Junta de Castilla
y León de forma oficial alguna decisión al respecto?
¿Cuál?

Fuensaldaña a 20 de febrero de 2001.

El PROCURADOR,

Fdo.: Cipriano González Hernández

P.O.C. 1546-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Cipriano González Hernández, Procurador pertene-
ciente al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA
de las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo estable-
cido en los artículos 150 y siguientes del Reglamento de
la Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la
siguiente pregunta para su contestación oral ante la
Comisión de Agricultura y Ganadería:

ANTECEDENTES

Los desastres por más que estén anunciados no dejan
de generar en quienes los sufren una sensación de impo-
tencia e indefensión que, en muchos casos, llevan a la
desesperación.

Éste podría ser el resumen de lo que está pasando en
la provincia de Salamanca con la industrialización -más
bien con la desindustrialización- en general y con la
situación de la Azucarera, en particular. Unas veces son
las fusiones, otras la ausencia de inversiones, otras las
lluvias... unas y otras llevan al cierre actualmente tempo-
ral pero que a muchos nos suena, desgraciadamente, a
definitivo de una de las pocas industrias verdaderamente
importantes de nuestra provincia.

A sabiendas que la decisión es empresarial, pero
conociendo que los efectos van a afectar a un gran núme-
ro de ciudadanos de una u otra forma o por una u otra
condición.

Por lo expuesto se formula la siguiente PREGUNTA:

1.- ¿Ha hecho alguna gestión la Junta de Castilla y
León para evitar, en la medida de sus posibilidades, este
cierre temporal o definitivo?

2. ¿Tiene la Junta de Castilla y León información
sobre los efectos que para Salamanca tendría un cierre
definitivo de la Azucarera? ¿Cuál?

Fuensaldaña a 20 de febrero de 2001.

El PROCURADOR,

Fdo.: Cipriano González Hernández

P.O.C. 1547-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Cipriano González Hernández, Procurador pertene-
ciente al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA
de las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo estable-
cido en los artículos 150 y siguientes del Reglamento de
la Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la
siguiente pregunta para su contestación oral ante la
Comisión de Medio Ambiente:

ANTECEDENTES

Entre las provincias de Salamanca y Zamora, a la
altura de los municipios de Villarino de los Aires (SA) y
Fermoselle (ZA), en el paraje denominado Ambasaguas,
hubo en su día promesas presidenciales de construir un
puente sobre el río Tormes cuyo proyecto sería promovi-
do por la Diputación de Salamanca.

Tan elevadas y seguras parecían las promesas de su
construcción que el propio Ayuntamiento de Villarino de
los Aires emprendió obras de adecuación del paraje
amén de una carretera de acceso al lugar.

Si tenemos en cuenta que esta zona está dentro del
espacio natural Las Arribes del Duero se comprenderá el
interés que suscita toda intervención agresiva sobre él así
como de las imprescindibles medidas correctoras para
minimizar sus efectos negativos y hacer compatible,
siempre que sea posible, la conservación con el desarro-
llo. De cara a conocer las actuaciones de la Junta de Cas-
tilla y León en el cumplimiento de su competencia por la
condición de su competencia por la condición de espacio
natural del paraje quisiera preguntar:

1.- ¿Qué conocimientos tiene la Junta de estos
hechos?

2.- ¿Qué actuaciones desde el ámbito medioambien-
tal ha realizado la Junta?

3.- ¿Con qué instituciones se les han notificado las
citadas actuaciones?

Fuensaldaña a 20 de febrero de 2001.

El PROCURADOR,

Fdo.: Cipriano González Hernández

P.O.C. 1548-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Cipriano González Hernández, Procurador pertene-
ciente al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA
de las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo estable-
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cido en los artículos 150 y siguientes del Reglamento de
la Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la
siguiente pregunta para su contestación oral ante la
Comisión de Medio Ambiente:

ANTECEDENTES

Entre las provincias de Salamanca y Zamora, a la
altura de los municipios de Villarino de los Aires (SA) y
Fermoselle (ZA), en el paraje denominado Ambasaguas,
hubo en su día promesas presidenciales de construir un
puente sobre el río Tormes cuyo proyecto sería promovi-
do por la Diputación de Salamanca.

Tan elevadas y seguras parecían las promesas de su
construcción que el propio Ayuntamiento de Villarino de
los Aires emprendió obras de adecuación del paraje
amén de una carretera de acceso al lugar. Si tenemos en
cuenta que esta zona está dentro del espacio natural Las
Arribes del Duero se comprenderá el interés que suscita
toda intervención agresiva sobre él así como de las
imprescindibles medidas correctoras para minimizar sus
efectos negativos y hacer compatible, siempre que sea
posible, la conservación con el desarrollo. De cara a
conocer las actuaciones de la Junta de Castilla y León en
el cumplimiento de su competencia por la condición de
su competencia por la condición de espacio natural del
paraje quisiera preguntar:

1.- ¿Existe algún compromiso formal por parte de la
Junta de Castilla y León de financiar el citado puente?

2.- ¿En qué cuantía?

3.- ¿Con qué instituciones sería el compromiso?

Fuensaldaña a 20 de febrero de 2001.

El PROCURADOR,

Fdo.: Cipriano González Hernández

P.O.C. 1549-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Leonisa Ull Laita, Procuradora perteneciente al
GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las Cor-
tes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en los
artículos 150 y siguientes del Reglamento de la Cámara,
formula a la Junta de Castilla y León la siguiente pregun-
ta para su contestación oral ante la Comisión de Educa-
ción y Cultura:

Las dificultades de integración con las que se encuen-
tran los emigrantes en el seno de nuestra Comunidad
Autónoma se ven generalmente agravadas por la enorme
barrera que supone para ellos el absoluto desconocimien-
to del idioma castellano. En esta circunstancia no cabe
hacer distinciones entre emigrantes legales o ilegales. En
todas las ciudades y en numerosos municipios de la

Comunidad existen importantes colectivos que día tras
día se encuentran con esta dificultad.

La administración regional no debe ser ajena a este
problema y es necesario que adopte cuantas medidas
estén en su mano para favorecer la integración social de
estas personas. Una de ellas sería promover los medios a
fin de que estas personas recibieran cursos de aprendiza-
je de castellano, lo que contribuiría a su mejor integra-
ción social.

En Aranda de Duero, existen entidades sin ánimo de
lucro que, subvencionadas por el Ayuntamiento, impar-
ten estas clases supliendo las carencias generadas por la
inactividad de la administración regional.

Por todo ello se formulan a la Junta de Castilla y
León las siguientes preguntas para su contestación oral
ante la Comisión:

1.- ¿Qué actuaciones ha realizado la Junta de Castilla
y León en Aranda de Duero con respecto al aprendizaje
del castellano por parte de los emigrantes?

2.- ¿Qué actuaciones tiene previstas en el mismo sen-
tido?

Fuensaldaña a 20 de febrero de 2001.

LA PROCURADORA

Fdo.: Leonisa Ull Laita

P.O.C. 1550-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Fernando Benito Muñoz, Procurador perteneciente al
GRUPO PARLAMENTARIO SOC1ALISTA de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
los artículos 150 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la siguien-
te pregunta para su contestación oral ante la Comisión de
Presidencia:

Recientemente se han producido graves actuaciones
por parte del Delegado Territorial de la Junta de Castilla
y León en la Provincia de León con respecto al funciona-
rio y Presidente de la Junta de Personal D. Arturo Fer-
nández Rodríguez.

Así, el Delegado de la Junta, mediante orden verbal,
con fecha 6 de abril del presente año procedió a relevarle
de sus funciones, omitiendo cualquier procedimiento y
vulnerando las más elementales garantías para el funcio-
nario afectado.

Por estos motivos se formula a la Consejera de Presi-
dencia y Administración Territorial la siguiente pregun-
ta:
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¿Conoce las actuaciones realizadas por el Delegado
Territorial de la Junta de Castilla y León con respecto del
funcionario y Presidente de la Junta de Personal D. Artu-
ro Fernández Rodríguez?

¿Va a adoptar la Junta de Castilla y León alguna
determinación al respecto?

Fuensaldaña a 20 de febrero de 2001.

El PROCURADOR

Fdo.: Fernando Benito Muñoz

P.O.C. 1551-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

M.ª Teresa Rodrigo Rojo, Procuradora perteneciente
al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
los artículos 150 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la siguien-
te pregunta para su contestación oral ante la Comisión de
Sanidad y Bienestar Social:

ANTECEDENTES

La política de personal de la Consejería de Sanidad y
Bienestar Social viene siendo un cúmulo de insatisfac-
ciones para los funcionarios sanitarios locales que de ella
dependen. Año atrás año sus expectativas de cambio de
destino se ven frustradas al no convocarse concursos de
traslados, incumpliéndose así la Ley de la Función Públi-
ca de la Comunidad.

Ante la nueva legislación y los cambios de responsa-
bles en la Consejería podría producirse tambien un cam-
bio en la dirección de la política de personal que favore-
ciera y motivara a los sanitarios locales.

Por lo cual se pregunta:

- ¿En qué fecha se va a convocar un nuevo concurso
de traslados para los distintos colectivos de sanitarios
locales?

Fuensaldaña a 20 de febrero de 2001.

LA PROCURADORA

Fdo.: M.ª Teresa Rodrigo Rojo

P.O.C. 1552-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

M.ª Teresa Rodrigo Rojo, Procuradora perteneciente
al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en

los artículos 150 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la siguien-
te pregunta para su contestación oral ante la Comisión de
Sanidad y Bienestar Social:

ANTECEDENTES

La política de personal de la Consejería de Sanidad y
Bienestar Social viene siendo un cúmulo de insatisfac-
ciones para los funcionarios sanitarios locales que de ella
dependen, en especial para el colectivo de interinos que
no ven la manera de consolidar su puesto de trabajo y de
aquellos que teniendo plaza en propiedad no pueden
acceder a un cambio de destino mediante un concurso de
traslados. Vienen asimismo siendo habituales las referen-
cias por parte de los responsables de las Consejerías a
que todo está paralizado debido a la situación judicial en
la que se encuentra la convocatoria realizada a través de
la Transitoria IV de la LOS.

Por lo cual se pregunta:

¿Cuál es en este momento la situación procesal de la
convocatoria realizada según las normas de la T-IV y
qué medidas va a tomar la Junta para solucionar el pro-
blema de interinidad del personal no afectado por la tran-
sitoria?

Fuensaldaña a 20 de febrero de 2001.

LA PROCURADORA

Fdo.: M.ª Teresa Rodrigo Rojo

P.O.C. 1553-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

M.ª Teresa Rodrigo Rojo, Procuradora perteneciente
al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
los artículos 150 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la siguien-
te pregunta para su contestación oral ante la Comisión de
Sanidad y Bienestar Social:

ANTECEDENTES

El sistema de urgencias de Castilla y León se sustenta
en las zonas rurales en los EAP dependientes de la Con-
sejería de Sanidad y Bienestar Social que organizativa-
mente tienen uno o dos Puntos de Atención Continuada
en su demarcación territorial.

Es la Junta de Castilla y León quien determina el
número y cualificación del personal que presta servicio
en estos centros de guardia. Según la Ley de Ordenación
Sanitaria de la Comunidad Autónoma en su artículo 23,
los Puntos de Atención Continuada que no se correspon-
den con un Centro de Salud son transitorios. Parece



7366 6 de Marzo de 2001 B.O. Cortes C. y L. N.º 123

necesario estudiar la situación real de la atención a las

urgencias en Castilla y León.

Por lo cual se pregunta:

¿Cuántos PAC hay en la Comunidad?

¿Cuántos de los PAC existentes coinciden con Cen-
tros de Salud?

¿Cuántos de ellos están siendo atendidos en la actua-
lidad por un solo sanitario?

¿Cree la Junta de Castilla y León que es correcta esta
situación?

Fuensaldaña a 20 de febrero de 2001.

LA PROCURADORA

Fdo.: M.ª Teresa Rodrigo Rojo


